
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

ALONSO GARCÍA, M.a Consuelo: El régi-
men jurídico de la contaminación at-
mosférica v acústica, (Prólogo de Luis
ORTEGA), Ed. Marcial Pons, Madrid,
1995, 333 págs.

Antes de empezar a estudiar la mono-
grafía de M.a Consuelo ALONSO GARCÍA,
El régimen jurídico de la contaminación
atmosférica y acústica, y dada la actuali-
dad del tema que en ella se trata, sería
conveniente realizar algunas considera-
ciones generales sobre la evolución doc-
trinal de los temas medioambientales
dentro del ámbito del Derecho adminis-
trativo.

Los primeros que supieron detectar la
amplitud de este campo y la posibilidad
de estudio que el tema ofrecía fueron
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ (El medio ambien-
te urbano v las vecindades industriales,
IEAL, Madrid, 1973) y MARTÍN MATEO
(Derecho ambiental, IEAL, Madrid,
1977). Sus trabajos de investigación,
junto con las aportaciones que se hicie-
ron sobre temas clásicos como el domi-
nio público natural (aguas, costas, mi-
nas), pusieron los cimientos para la apa-
rición de la doctrina medioambiental.
Así, actualmente, hay destacadas contri-
buciones en Derecho español; por citar
algunas y sin ánimo de exhaustividad,
cabe mencionar a: F. LÓPEZ RAMÓN, E.
ALONSO GARCÍA, F. DELGADO PIQUERAS, J.
DOMPER FERRANDO, M. CALVO CHARRO.

En este contexto aparece el libro de
Consuelo ALONSO. De ella hay que desta-
car, sobre todo, su vocación de profeso-
ra, dato que, si en un principio puede
parecer irrelevante, es clave en la es-
tructura del libro y el lector sagaz sabrá
apreciarlo desde las primeras páginas.

Su afán por la claridad le lleva a desme-
nuzar la materia, como queda de mani-
fiesto en el exhaustivo índice. Además,
señala y analiza las distintas corrientes
doctrinales, y sobre éstas construye su
tesis, lo que es signo de una gran honra-
dez intelectual.

Pasando ya al contenido de la obra,
nos encontramos un primer capítulo en
el que se definen conceptos clave para el
Derecho ambiental, como son la conta-
minación atmosférica v acústica, y se
hace hincapié en los perjuicios que pue-
den ocasionar a la salud humana y ani-
mal.

En el capítulo segundo estudia la au-
tora, detenidamente, el estado legislati-
vo preconstitucional, que fue el primer
tratamiento autónomo de la materia,
analizando el Reglamento de activida-
des molestas, insalubres, nocivas y peli-
grosas de 1961 (RAM) y la primera nor-
ma que estudia de forma global la pro-
tección del aire, que es la Ley de
Protección del ambiente atmosférico de
1972 (LPAA), todo ello en relación con
las previsiones urbanísticas. Regulación
vigente en la actualidad, como se pone
de manifiesto posteriormente.

Comienza el capítulo con el análisis
del contenido del RAM y de su antece-
dente, el Reglamento de establecimien-
tos clasificados de 1925", señala que el
RAM supone un avance en cuanto que
viene a regular no sólo el control de los
establecimientos, sino de las propias ac-
tividades perturbadoras para el medio
ambiente.

Desde el punto de vista de la distribu-
ción de competencias, el RAM supone
una fuerte centralización, que se pone
de manifiesto, por un lado, en la crea-
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ción de las Comisiones Provinciales de
Servicios Técnicos, cuyos dictámenes
tendrán carácter vinculante cuando im-
pliquen denegación de licencia o la im-
posición de medidas correctoras para
evitar molestias o peligros. No obstante,
los Municipios retienen la facultad de
oponerse al otorgamiento cuando se
pretendiera obtener una licencia por ra-
zones urbanísticas (es decir, por razo-
nes ajenas a la calificación de la activi-
dad molestas, nocivas, insalubres y peli-
grosas). Y, por otro lado, establece la
necesidad de obtener un informe favora-
ble de la Comisión Provincial de Servi-
cios Técnicos y la aprobación del Gober-
nador Civil para que los Ayuntamientos
puedan dictar Ordenanzas y Reglamen-
tos en materias clasificadas —compe-
tencia que en principio correspondía a
los Ayuntamientos, según LRL y l.\.a)
RAM—.

Señala que la LPAA introduce en la
protección del entorno una técnica has-
ta entonces desconocida, que es el otor-
gamiento de ayudas económicas a las
actividades que incorporen en sus pro-
cesos de fabricación dispositivos no
contaminantes, pero, según señala la
autora, este mecanismo apenas tuvo efi-
cacia práctica.

A mi juicio, en este capítulo resulta de
especial interés el tratamiento y análisis
que hace sobre el divorcio existente en-
tre la regulación medioambiental y el
urbanismo, que se pone de manifiesto
tanto en la separación de los diversos
órganos urbanísticos y ambientales, en
la falta de coordinación entre las regula-
ciones, que se hace patente en la ausen-
cia, salvo excepciones, de determinacio-
nes generales sobre medio ambiente en
los Planes de Urbanismo (conflicto en-
tre los Planes Generales de Ordenación
Urbana y los Planes Especiales) y en el
incumplimiento real e insuficiencia de
los estándares urbanísticos.

El RAM en el artículo 4 admite la pre-
valcncia de las previsiones urbanísticas
sobre sus propias prescripciones, pero,
más adelante, matiza esta afirmación
señalando que, al menos, en dos puntos
se impone la regulación del RAM: en la
localización de actividades clasificadas
y en el distanciamiento de las fábricas
de las poblaciones, éstas deberán estar a

2.000 m., a pesar de las previsiones que
se contengan en la normativa urbanís-
tica.

En el capítulo tercero estudia deteni-
damente la situación constitucional,
analizando, de forma especial, el artícu-
lo 45. que está dedicado a la protección
y mejora de la calidad de vida y a la de-
fensa y restauración del medio ambien-
te, y no viene configurado como un de-
recho público subjetivo, puesto que está
incluido en el capítulo III, título I, y es
un principio rector de la política social
y económica.

En el mismo capítulo hace un estudio
de la distribución de competencias en-
tre el Estado y las Comunidades Autó-
nomas, respetando los límites impues-
tos por la Constitución y la jurispruden-
cia constitucional. Se detiene en el
análisis de dos artículos: el artículo
149.1.23, según el cual el Estado dicta
la «legislación básica sobre protección
del medio ambiente sin perjuicio de las
facultades de las CC.AA. de establecer
normas adicionales de protección», y el
artículo 148.1.9, en el que se relatan las
competencias autonómicas para «la
gestión en materia de protección del
medio ambiente». Estudia también la
jurisprudencia constitucional, en espe-
cial la STC 149/1991, de 4 de julio (hoy
habría que añadir la STC 102/1995, de
31 de julio, sobre la Ley de Espacios
Naturales Protegidos y Reglamentos de
desarrollo, que no se había publicado
todavía al cierre de la edición). Después
de estudiar la Constitución y la juris-
prudencia, se centra en el análisis de la
Ley 9/1992, de 23 de diciembre, que es-
tablece la equiparación competencial
entre las diversas autonomías. Final-
mente, concluye que la única compe-
tencia que corresponde a las Comunida-
des Autónomas es la de dictar normas
adicionales de protección a la legisla-
ción estatal, así como llevar a cabo la
ejecución material.

Relacionado con esto, y por la contro-
versia que el tema provoca, me parece
interesante señalar la existencia de dis-
tintos bienes naturales regulados por
una legislación sectorial más precisa y
que constitucionalmente provocan su
inclusión en categorías competenciales
distintas a las propias del medio am-
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biente, dado su carácter de bien de do-
minio público. Me uno a la opinión de
la autora, que señala que si bien la exis-
tencia de un bien demanial no altera el
régimen de distribución de competen-
cias, al menos condiciona el ejercicio de
facultades que sobre el bien correspon-
den a las Comunidades Autónomas.

Respecto a las competencias munici-
pales, tanto la Constitución como la
LRBRL potencian el principio de auto-
nomía. El artículo 25.2 LRBRL incluye
dentro de las competencias propias de
los Ayuntamientos el medio ambiente
(que será de prestación obligatoria
cuando supere los 50.000 habitantes).
Esta competencia medioambiental ha
de estudiarse en el régimen local junto
con otra competencia conexa, al menos
en el ámbito urbano: la salubridad pú-
blica.

Por último, en este capítulo se va a
hacer mención a la integración de Espa-
ña en las Comunidades Europeas y la
recepción de esta normativa europea,
que ha provocado un cambio en el pa-
norama jurídico español, al tener que
trasponer las numerosas directivas co-
munitarias sobre medio ambiente.
Ejemplo de ello es la publicación, entre
otras normas, del Real Decreto Legisla-
tivo 1302/1986, de 28 de junio, de Eva-
luación del Impacto Ambiental.

En el cuarto capítulo se trata del esta-
do actual del régimen jurídico de la con-
taminación atmosférica, estudia la nor-
mativa internacional y comunitaria que
hay al respecto, así como el grave pro-
blema de la contaminación transfronte-
riza a gran distancia.

En España hay regulación sobre con-
taminación atmosférica, proporcionada
tanto por el Derecho civil (art. 590)
como por el penal, pero es sin duda la
normativa administrativa la más com-
pleta; está compuesta principalmente,
como se ha dicho antes, por el RAM y la
LPAA. La protección ambiental viene
dada por la inclusión de reglas donde se
contienen los niveles de emisión e inmi-
sión de contaminantes atmosféricos,
adopción de medidas correctoras im-
puestas por los nuevos avances tecnoló-
gicos y normas de contenido económico
previstas para rechazar o estimular con-
ductas. Resulta detalladísimo el examen

que la autora hace de las fuentes de con-
taminación, deteniéndose tanto en los
motivos antropogénicos (causados por
el hombre) como en los biogénicos (por
la naturaleza), pero sobre todo es digno
de destacar el análisis sobre la emisión
de agentes nocivos de automóviles, acti-
vidades industriales, viviendas y locales.
Es tan prolija y bien documentada esta
información que pasar a analizarla,
aunque fuera sucintamente, excedería
del cometido de este trabajo. No obstan-
te, resaltaría, por su novedad, el análisis
de los nuevos instrumentos económicos
que aplican países como EE.UU. y Ho-
landa, entre otros, para amortiguar el
impacto negativo producido como con-
secuencia de la actividad de las indus-
trias.

Si en el capítulo cuarto analiza las
fuentes de contaminación, en el capítulo
quinto se centra en el análisis de los di-
versos instrumentos jurídicos que inten-
tan paliar la contaminación acústica. Sí
me gustaría resaltar la escasez de nor-
mativa adecuada en el Derecho español,
que se pone de manifiesto tanto en la le-
gislación de carreteras, donde las medi-
das para evitar los ruidos producidos
por la circulación son mínimas (aunque
es cierto que las pantallas acústicas son
cada vez un elemento más usual en los
entornos urbanos, al paso de las gran-
des circunvalaciones); como en la raquí-
tica normativa sobre el ruido incluida
en la Ley de Navegación Aérea de 1960
—y esto es, a mi juicio, más grave—, so-
bre todo en lo que se refiere a las in-
demnizaciones por exceso de ruidos a
las zonas colindantes. Esta situación
nos coloca en una situación de desarro-
llo ínfima en relación con el Derecho
comparado. Téngase en cuenta el análi-
sis que realiza la autora sobre las tasas
aeroportuarias en Francia.

En el último capítulo de la obra
C. ALONSO traza el marco jurídico actual
aplicable a la contaminación atmosféri-
ca y acústica. Como señala la autora,
son mínimos los instrumentos jurídicos
que tienen los ciudadanos para defen-
derse contra las alteraciones del medio
ambiente, ya que el artículo 45 de la
Constitución no consagra un auténtico
derecho subjetivo que pueda hacerse va-
ler sin más ante los jueces y tribunales.
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Hay, por tanto, serias dificultades para
alcanzar la legitimación procesal nece-
saria.

En el apartado primero de este capí-
tulo examina las garantías procesales
frente a los atentados ambientales y se-
ñala de una forma muy precisa las ca-
racterísticas principales que permiten
determinar cuáles son los llamados inte-
reses difusos, son daños que no son fá-
cilmente individuali/.ables puesto que
suelen sufrirlos un número indetermi-
nado, e igualmente es difícil reconocer
al agresor cuando existen diversas fuen-
tes de contaminación. El instrumento
para articular estos intereses difusos es
proporcionar a los afectados la posibili-
dad de ejercitar la acción popular, que
queda configurada en la Ley Orgánica
del Poder Judicial, artículo 19.1, aunque
de modo impreciso, puesto que remite a
que sea establecido así en los casos y
formas oportunos. Señala la autora es-
tos supuestos, que se presentan en la le-
gislación de modo dcslabazado y que en
todo caso son insuficientes para prote-
ger las agresiones del medio ambiente
urbano de la contaminación atmosférica
y acústica. Pocas salidas quedan en este
campo, salvo que se ajusten a las exi-
gencias del RAM, que declara titulares
de intereses legítimos a aquellos que
sean vecinos inmediatos del estableci-
miento contaminante o fundamentar
una acción popular en cuanto que la
protección del medio ambiente pueda
reconducirse a través de la legislación
urbanística, que sí prevé el ejercicio de
tal acción cuando se cometa una infrac-
ción de este tipo.

Especial interés plantea en la obra el
análisis de las diversas técnicas propor-
cionadas por el Derecho civil y por el
Derecho administrativo para evitar la
contaminación atmosférica y acústica.
El Derecho civil propone como sistemas
de protección las técnicas interdíctales y
la acción de responsabilidad. Resulta in-
teresante resaltar la nueva línea inter-
pretativa que la doctrina civilista esta-
blece, y que consiste en desligar los da-
ños ambientales de la estricta exigencia
de culpa para inclinarse por un criterio
de responsabilidad objetiva con deter-
minados límites cuantitativos. Del Dere-
cho administrativo se señala, entre

otras, las facultades que posee el juez de
suspender los efectos de actos objeto de
recurso y la posibilidad de inaplicar le-
yes por vulneración de la normativa eu-
ropea (aspecto éste que es tratado en
mayor profundidad por C. ALONSO en La
facultad del Juez ordinario de inaplicar la
Ley interna posterior contraria al Dere-
cho comunitario, núm. 138 de esta RE-
VISTA, septiembre-diciembre 1995, págs.
203-223).

La segunda parte del capítulo se dedi-
ca a reflexionar sobre el mantenimiento
de la autonomía local una vez aprobada
la Constitución; teniendo en cuenta que
sigue vigente la legislación preconstitu-
cional (RAM y LPAA), se pregunta si
continúa vigente el artículo 7.2 RAM,
que establece el carácter vinculante del
informe emitido por las Comisiones
Provinciales de Servicios Técnicos (hoy
órganos correspondientes de las Comu-
nidades Autónomas). Concluye la autora
a la luz de la jurisprudencia que, mien-
tras exista un interés superior al muni-
cipal, habrá que admitir la obligación
de aceptar las determinaciones del in-
forme, pero si incide en una parcela de
exclusiva competencia municipal, sin
que exista ningún otro interés por parte
de otra Administración, la única compe-
tente es la Administración Local. Todo
ello sin perjuicio del principio de cola-
boración que debe presidir las relacio-
nes interadministrativas.

En cuanto a la autonomía de las Co-
munidades Autónomas para aprobar de-
finitivamente las Ordenanzas de Uso y
Edificación del Suelo, la autora entien-
de que es perfectamente lícito.

Únicamente resta hacer referencia a
las nuevas técnicas de protección del
medio ambiente incorporadas al Dere-
cho urbanístico; éstas deben apuntar a
la coordinación de ambas legislaciones
y a la valoración de los estudios de im-
pacto ambiental, que se han de aplicar
sin tantas restricciones como las actua-
les. Además de esto, dedica unas pági-
nas al estudio del etiquetado ecológico,
que es, sin duda, la técnica más mo-
derna.

En fin, después de todo ello, no en-
cuentro mejor forma de caracterizar la
monografía de C. ALONSO que traer aquí
a colación y hacer mías las palabras con
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las que Luis ORTEGA finaliza el Prólogo:
es «sin duda, la mejor monografía que
existe en nuestro país sobre medio am-
biente urbano».

Magdalena SUÁREZ OJEDA

ALONSO IBÁÑEZ, María Rosario: Los espa-
cios culturales en la ordenación urba-
nística (Prólogo de Ramón PARADA
VÁZQUEZ), Ed. Marcial Pons y Servicio
de Publicaciones de la Universidad de
Oviedo, Madrid, 1994, 152 págs.

Nos encontramos ante una monogra-
fía escrita de forma sencilla, pero no
por ello simplista, donde María Rosario
ALONSO demuestra gran capacidad en
detectar los problemas que atañen a los
bienes culturales. El método seguido en
todo su estudio es el de pregunta-res-
puesta, que proporciona una enorme vi-
veza al texto y demuestra una gran cu-
riosidad intelectual por parte de la auto-
ra. Analiza profundamente la legislación
estatal y comunitaria, así como la juris-
prudencia sobre gran número de los as-
pectos abordados.

Antes de comenzar con el análisis de la
obra merece la pena detenerse en las pa-
labras de Ramón PARADA —siempre exce-
lente prologuista—, que pone de mani-
fiesto los puntos más sobresalientes de la
monografía. Es especialmente ilustrativo
traer aquí a colación las indicaciones que
formula sobre la causa principal de la
destrucción de las ciudades, a su juicio
provocada por la «sobrcexplotación del
patrimonio urbano existente, posibilita-
do por la Ley del Suelo al otorgar plenos
poderes a los redactores de los planes
para incrementar la edificabilidad sobre
nuestras indefensas ciudades, villas y
pueblos y al estimular la legislación
arrendaticia el aprovechamiento edilicio
fomentando obras de ampliación de lo
edificado como un medio de resolución o
mejora de contratos, así como las decla-
raciones de ruinas indiscriminadas y, de
otra parte, provocando el desinterés in-
versor de los propietarios mediante con-
gelación de alquileres».

Ciertamente, esto es el retrato perfec-
to de una realidad compleja que en
nuestros días la nueva Ley de Arrenda-
mientos Urbanos intenta superar. El
éxito todavía no puede afirmarse, que-
dan por delante unos años para la asi-
milación social de la reforma, que van a
traer consigo la actualización de las ren-
tas y un cambio en la inversión inmobi-
liaria. Sin duda, este panorama ha teni-
do especial incidencia en la deficiente
conservación de los centros históricos,
agravado por la inmovilidad que produ-
ce la superprotección dispensada por la
Ley de 13 de mayo de 1933 (y anterior-
mente por el Decreto-ley de 9 de agosto
de 1926), junto con la falta de diligencia
demostrada por el legislador del suelo
desde los albores del urbanismo para
dar soluciones al saneamiento de las
ciudades de modo general. Esta es una
dificultad que habrá que asumir sin más
demora, por muy pesada que resulte.

Centrándonos ya en el análisis de la
monografía, cabe señalar la reflexión
que se aporta sobre el papel que juegan
los bienes declarados histórico-artísti-
cos en el seno de las ciudades, proyec-
tando una visión dinámica, no enquista-
da, de lo que debe ser la declaración de
zonas o conjuntos históricos, según es-
tablece la Ley 16/1985, de Patrimonio
histórico-artístico español (LPHE), y
ahonda de forma especial en la perspec-
tiva cultural (*) de la declaración de bie-

(*) La evolución del concepto cultura
para calificar un tipo de patrimonio que
debe ser protegido se encuentra en el pro-
pio artículo 46 CE y responde a una nueva
dimensión en la que valores no estricta-
mente históricos o artísticos van a ser obje-
to de amparo especial (como propone la
doctrina italiana). En este sentido, y entre
otros, es digna de destacar la precisión ter-
minológica que realiza Jesús PRIETO DE PE-
DRO, Cultura, culturas y Constitución, Con-
greso de los Diputados, Centro de Estudios
Constitucionales, Madrid, 1992, pág. 129,
y, sobre todo, «Concepto y otros aspectos
del patrimonio cultural en la Constitu-
ción», en Libro-Homenaje al Profesor
Eduardo GARCÍA DE EMTERRÍA, vol. II, Civitas,
Madrid, 1991, págs. 1558-1564. Y Juan Ma-
nuel ALEGRE AVILA, «Ordenamiento protec-
tor de los bienes de interés cultural», en Li-
bro-Homenaje al Profesor Eduardo CARCIA
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ncs objeto de protección legal. En espe-
cial es de resaltar la aplicación de este
instrumento a los espacios con valor et-
nográfico, propios de la expresión cultu-
ral de sus habitantes, que por eso mis-
mo presenta particular tipismo y ayuda
a ahondar o simplemente contemplar
las plasmaciones humanas del vivir coti-
diano. Manifestaciones que no se ajus-
tan exactamente a la riqueza artística o
histórica que puedan poseer los inmue-
bles.

Otro tema central de la obra son las
cuestiones referentes a la implicación
de los bienes culturales en la ordena-
ción del territorio, y las dificultades de
engarce entre la legislación sobre patri-
monio histórico y la regulación de los
espacios naturales protegidos. Estas dos
regulaciones, a su vez, han de coordi-
narse con la ordenación urbanística. La
existencia de tres leyes diferentes causa
gran confusión, y plantea dificultades
para delimitar el ámbito de aplicación
de cada normativa a la hora de amparar
los llamados bienes culturales ambien-
tales (como los denomina la doctrina
italiana, en especial en el Informe Fran-
ceschini, que se aplica a aquellos bienes
en los que concurran, aparte de una ri-
queza natural, valores artísticos, históri-
cos o antropológicos), a lo que hay que
añadir la diferente legislación autonó-
mica reguladora de esta materia.

De enorme interés es el estudio dedi-
cado al análisis del concepto de entorno
de los monumentos (espacio que circun-
da al bien de interés cultural), por la in-
cidencia en los derechos subjetivos de
los propietarios colindantes al monu-
mento. El entorno no tiene la misma
consideración jurídica que los bienes
declarados de interés cultural por la
LPHE, que establece distinto tipo de li-
mitaciones al bien que al espacio que le
rodea. Sin embargo, esta diferencia de
tratamiento no se encuentra, en general,
en la legislación autonómica, puesto
que los entornos gozan también de hi-
perprotección. Además de esto, la auto-

DE ENTERRIA, vol. II, págs. 1590-1595. Poste-
riormente, del mismo autor, Evolución y
régimen jurídico del Patrimonio Histórico,
vol. I, Ministerio de Cultura, Madrid, 1994,
págs. 307-316.

ra destaca el problema de retroactividad
que se plantea respecto a la legislación
estatal, puesto que la delimitación del
entorno sólo es exigiblc para aquellas
actuaciones que se lleven a cabo des-
pués de la aprobación de la LPHE ac-
tual, y no respecto de aquellos bienes
declarados histórico-artísticos con arre-
glo a las legislaciones anteriores.

El cénit de la obra se alcanza, a mi
juicio, con el estudio de la intervención
administrativa en los conjuntos históri-
cos. Señala María Rosario ALONSO, y
coincido plenamente con ella, como
causa principal de la ralentización de
las actuaciones dirigidas a alcanzar la
renovación y conservación del patrimo-
nio histórico, su falta de previsión de las
sucesivas leyes del suelo, siendo hoy
una imperiosa necesidad regular los nú-
cleos históricos, de tal forma que cum-
plan dentro de la ciudad un papel inte-
grador capaz de ofrecer soluciones váli-
das al fenómeno urbano, y para ello se
hace imprescindible el planteamiento
global del conjunto de la ciudad que
debe ofrecer la planificación general.
Por eso la autora concede un importan-
te papel a los planes especiales, pero los
considera, en todo caso, subsidiarios de
la planificación general previa, como se
desprende del artículo 84.3 del Texto
Refundido del Régimen del Suelo vigen-
te. Esta norma choca de plano con el ar-
tículo 20 LPHE, que establece que la
protección de conjuntos históricos se
realizará mediante la aprobación de un
plan especial, cuya ausencia no puede
ampararse en la inexistencia de planea-
miento general previo. De nuevo, la des-
coordinación entre ambas legislaciones
resulta patente.

A la vista de la situación general de
degradación del patrimonio, aporta la
autora como solución a la conservación
de los conjuntos que sean dolados de los
medios económicos suficientes y, en
esta línea, estudia las diferentes medi-
das financieras adoptadas que, surgidas
muy tardíamente, se han ido adaptando
en vista de los escasos resultados prácti-
cos obtenidos. Asimismo, dedica espe-
cial atención a la actual regulación de
fomento de la rehabilitación contenida
en el Real Decreto 726/1993, de 14 de
mayo. La exposición se completa con el
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examen crítico de las distintas técnicas
de actuación en conjuntos urbanos,
principalmente la operación de planes
piloto en áreas urbanas y asentamientos
rurales y el Convenio suscrito por el
MOPTMA, Ministerio de Cultura y Fede-
ración Española de Municipios para la
actuación en ciudades históricas; ade-
más de esto, analiza las diferentes auto-
rizaciones que recaen sobre los espacios
culturales y, por último, la incidencia de
la catalogación urbanística de estos bie-
nes.

Como conclusión al estudio es digno
de resaltar la denuncia formulada por Ja
autora ante la excesiva sectorialización
de la tuela dispensada a los bienes cul-
turales y formula una propuesta de su-
peración abogando por la implantación
de fórmulas de racionalización y protec-
ción integradora de nuestro patrimonio.
Plantea que la regulación de los bienes
objeto de la LPHE debe insertarse en el
propio contexto al que pertenecen y no
ajenos a la consideración global de la
ciudad o población donde se encuentran
ubicados, sin desconocer por ello la im-
portancia cultural que poseen, en cuya
medida son protegibles.

Magdalena SUAREZ OJEDA

FANLO LORAS, Antonio: Las Confederacio-
nes Hidrográficas y otras Administra-
ciones Hidráulicas. Ed. Cívitas, Ma-
drid, 1996, 386págs.

Aunque resulte una obviedad mani-
festarlo, difícilmente sin abrir un libro
puede decirse algo de él. Como mucho,
cabe comentar si el título resulta suges-
tivo o si, por el contrario, nev despierta
el más mínimo interés en el lector. En
este último caso, la cosa está clara: la
obra permanecerá cerrada. En el prime-
ro, sin embargo, lo normal es que el lec-
tor se anime a pasar a mayores. Claro
que siempre caben las sorpresas, y a ve-
ces el contenido no responde a la curio-
sidad generada inicialmente, con la
consiguiente decepción que esto aca-
rrea.

La monografía que nos ocupa, desde
luego, no se encontrará jamás en este
último supuesto. Y ello, por dos razo-
nes. En primer lugar, porque la aten-
ción de cualquier lector mínimamente
interesado en nuestro Derecho de aguas
se sentirá captada al momento con la
mera lectura de su título, ya que en él se
menciona explícitamente una figura (las
Confederaciones Hidrográficas) que
arrastra una fama casi legendaria entre
muchos de los estudiosos de esta rama
del ordenamiento jurídico-administrati-
vo (1). Y, en segundo lugar, porque el
contenido no defrauda para nada las ex-
pectativas iniciales, al constituir un
ejemplo más que meritorio de simbiosis
entre rigor y exhaustividad en el estudio
de un tema complejísimo y amenidad en
la exposición de sus planteamientos.

Acabo de aludir a la complejidad del
tema analizado en la obra. Y no deseo
que este dato se pase por alto, como si
fuese la reiteración de un tópico que re-
sulta obligado reproducir cada vez que
se examina una materia, puesto que en
el caso de las Confederaciones Hidro-
gráficas deja de ser una expresión co-
mún para convertirse en un dato objeti-
vo, cierto y plenamente constatable.
Para ello, no hay sino que rastrear,
como ha hecho el Profesor FANLO LORAS,

la ingente cantidad de normas que des-
de muy temprano se refieren a esta rea-
lidad, así como las diferentes —y hasta
opuestas— configuraciones jurídicas
que, cada una en su momento, han re-
flejado estos textos respecto de las Con-
federaciones. Y, por supuesto, el trasun-
to que en trabajos doctrinales, de la má-
xima calidad la mayoría de ellos, han
tenido todas las cuestiones anteriormen-
te mencionadas (2).

(1) Es lo que el propio autor denomina
el «mito participativo confederal», reitera-
do hasta la saciedad por la doctrina y ca-
racterizado por una visión idílica (y no del
todo cierta) de las Confederaciones Hidro-
gráficas como un ejemplo a imitar de inter-
vención de los interesados (en este caso, de
los usuarios del agua) en la administración
y gestión de los recursos; mito que el pro-
pio Profesor FANLO LORAS se encarga de re-
batir en la obra.

(2) Por su relevancia, podemos desta-
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Evidentemente, contribuye a añadir
un grado más de dificultad a un tema
espinoso ya de por sí el hecho de que las
Confederaciones Hidrográficas sean, en
realidad, una de las figuras que confor-
man el contenido de la llamada Admi-
nistración Institucional (3); nivel orga-
nizativo que, como es sabido, se ha ve-
nido caracterizando por la divergencia
que presenta respecto del resto de es-
tructuras públicas que integran la admi-
nistración subjetivamente considerada.
Y es evidente que una de esas diferen-
cias radica en el hecho de haberse per-
mitido en su normativa rectora la enera-
da de importantes contenidos de Dere-
cho privado (el famoso fenómeno de la
huida del Derecho administrativo), con
lo que se ha desvirtuado de modo im-
portante el régimen jurídico de un con-
junto de entes que son Administración
Pública y que, por tanto, debería estar
constituido por Derecho administrativo.

Por lo tanto, ya sea por la dificultad
del tema en sí mismo, ya sea por los in-
convenientes añadidos que derivan de
su inclusión en una determinada catego-

car: E. FERNANDEZ CLEMENTE, Las Confede-
raciones Sindicales Hidrográficas durante la
dictadura de Primo de Rivera: la CSH del
Ebro; M. LORENZO PARDO, La Confederación
del Ebro. Nueva Política Hidráulica, C1AP,
Madrid, 1930; S. MARTIN-RKTORTILLO, Tra-
yectoria v significación de las Confederacio-
nes Hidrográficas, núm. 25 de esta REVISTA,
1958, págs. 85 y ss.; J. ORTIZ DIAZ, Las Con-
federaciones Hidrográficas y las Comisarías
de Aguas ante las modificaciones de nuestro
ordenamiento jurídico, núms. 100-102 de
esta REVISTA, 1983, vol. III, págs. 2339 y ss.;
F. LÓPEZ MENUDO, LOS organismos de cuen-
ca en la nueva Ley de Aguas, «REDA», 49,
1986, págs. 45 y ss.; A. FAXLO LORAS, Luces
y sombras del control judicial de la composi-
ción de los órganos de las Confederaciones
Hidrográficas, «La Ley», núm. 3196, 1993,
págs. 8 y ss.

(3) Concretamente, son organismos
autónomos estatales, aunque, como bien
hace notar el Profesor FA.MLO LORAS, «con
peculiaridades derivadas de la integración
en sus órganos de gobierno, administra-
ción y planificación de los usuarios y de las
Comunidades Autónomas, razón por la que
han sido calificadas como un supuesto de
Administración institucional participada»
(pág. 218).

ría jurídica, el caso es que se hacía nece-
sario un nuevo estudio en profundidad
de unas figuras que nunca terminarán
de estar demasiado claras y que siempre
se prestarán a discusión.

Sistemáticamente, la obra se estructu-
ra en tres partes claramente diferencia-
das: una primera, eminentemente histó-
rica, en la que se analiza la evolución de
la Administración Hidráulica Periférica
en España desde sus orígenes hasta el
momento inmediatamente anterior a la
promulgación de la Ley de Aguas de
1985; un segundo bloque en el que se es-
tudia la regulación que de las Confede-
raciones Hidrográficas hace el mencio-
nado texto (actualmente vigente), y una
tercera parte en la que se intenta dar
una visión fundamentalmente descripti-
va de la Administración Hidráulica en
las Comunidades Autónomas, tanto las
de carácter general que existen en los te-
rritorios con cuencas hidrográficas in-
tracomunitarias, como las Administra-
ciones Hidráulicas sectoriales implanta-
das en las Comunidades con cuencas
intercomuní tanas.

1

En relación con la primera parte, y
dada la imposibil idad de reseñar la
enorme cantidad de notas que allí se
pormenorizan, interesa poner de mani-
fiesto dos cuestiones que destacan por
méritos propios. En primer lugar, la re-
lativa al ámbito territorial que ha de
servir de fundamento a la administra-
ción de las aguas. En efecto, en el deve-
nir histórico de las Confederaciones Hi-
drográficas no siempre ha sido el mis-
mo el espacio físico sobre el que han
desplegado sus actuaciones; y así, frente
a unos momentos primeros en que se
toma la división provincial como basa-
mento de la organización administrativa
del agua, surge una nueva concepción
(que, pese a algunos balbuceos iniciales,
será la que a la larga perdure) defensora
de la cuenca hidrológica como área más
adecuada para el actuar cotidiano de las
Confederaciones. Este hecho, funda-
mental para el Derecho de las aguas por
todo lo que de original y progresista tie-
ne, no ha sabido ser valorado lo sufi-
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cíente, y mucho más si tenemos en
cuenta que ha sido una de las escasas fi-
guras que nuestro Derecho patrio ha ex-
portado con éxito a otros ordenamien-
tos extranjeros.

Y, en segundo lugar, no puede dejar
de mencionarse un hecho que ha sido
tradicional en la administración del
agua en nuestro país, y que, en cierto
modo, se sigue arrastrando en la actua-
lidad. Me estoy refiriendo a la distin-
ción, y por tanto a la atribución a enti-
dades diferentes, de competencias de
tipo administrativo y competencias de
tipo técnico. En un principio, y durante
el largo período que se extiende desde el
surgimiento de la Administración Hi-
dráulica hasta la promulgación de la vi-
gente Ley de Aguas, esta separación fun-
cional se manifestó en la existencia de
organismos distintos. En la actualidad,
la división ya no es entre organismos,
sino entre órganos, al producirse en el
seno de una única entidad (las Confede-
raciones Hidrográficas) mediante «el es-
tablecimiento en la estructura de la mis-
ma de una diferenciación y una duali-
dad intraorgánica a las que se atribuyen
separadamente el ejercicio de las fun-
ciones administrativas (...) de las de-
más» (págs. 174-175).

II

La segunda y la tercera parte de la
monografía son, dado que reflejan el
momento presente de las administracio-
nes hidráulicas, las que manifiestan un
interés mayor y sobre las que merece la
pena detenerse de un modo más deta-
llado.

El segundo bloque centra su atención,
como ya se ha avanzado, en la configura-
ción y naturaleza jurídica de las Confede-
raciones Hidrográficas, tal y como apare-
cen reguladas hoy en día en la Ley de
Aguas de 1985. En relación al mismo, de-
seo hacer una breve pero obligada men-
ción a los que, a mi modo de ver, son los
tres temas clave allí recogidos; temas que
constituyen, en último término, la piedra
de toque inexcusable para comprender
cómo se perfilan en la actualidad las
Confederaciones Hidrográficas.

El primero de ellos es el relativo a la

participación de los usuarios en los dis-
tintos órganos que conforman la estruc-
tura de las Confederaciones Hidrográfi-
cas (4). Esta participación ha sido po-
tenciada por nuestra vigente Ley de
Aguas siguiendo la línea reaperturista
iniciada en los años sesenta y que se
consolidó definitivamente mediante el
Real Decreto 2419/1979, de remodela-
ción de las mismas. Sin embargo, este
hecho, pese a su innegable trascenden-
cia, no debe inducir a error y a hacernos
creer que estamos ante un resurgimien-
to (más bien, un auténtico renacimien-
to) de las Confederaciones Hidrográfi-
cas tal y como éstas fueron ideadas en
su origen (entes de naturaleza corpora-
tiva caracterizadas por la práctica auto-
administración del recurso por parte de
los interesados), dado que ni se ha man-
tenido el mismo nivel cuantitativo de
participación ni ésta lo es en la misma
calidad que en los inicios (5). Pensar lo
contrario supone resucitar el famoso
«mito confederal», al que continuamen-
te se alude en la obra y que el Profesor
FANLO LORAS trata de combatir.

(4) Concretamente, participan en la
Junta de Gobierno, Comisión Permanente,
Asamblea de Usuarios, Juntas de Explota-
ción, Comisión de Desembalse, Junta de
Obras y en el órgano planificador: Consejo
del Agua de la Cuenca.

La intensidad de la participación es va-
riable, y vendrá determinada en relación
con cada órgano concreto por las distintas
normas en la materia, fundamentalmente
por el Reglamento de la Administración
Pública del Agua.

(5) En efecto, el recorte numérico ha
sido notable: de una presencia absoluta-
mente mayoritaria de los usuarios en los
Decretos Fundacionales de 1926, hemos
pasado en la actualidad a una participa-
ción menor. Ello no quiere decir que sea
desproporcionada, habida cuenta del cam-
bio de naturaleza jurídica que, como se re-
señará más adelante, han experimentado
las Confederaciones Hidrográficas. Y, ade-
más, los usuarios han pasado de ser prácti-
camente los gobernantes de las Confedera-
ciones Hidrográficas a pasar a formar par-
te de modo mayoritario sólo en órganos
gestores (concretamente en la Asamblea de
Usuarios), lo que, evidentemente, supone
un cambio sustancial con respecto a la si-
tuación anterior.

445



BIBLIOGRAFÍA

El segundo de los asuntos reseñables
hace referencia a la concreta ubicación
de las Confederaciones Hidrográficas
dentro del amplio espectro de organiza-
ciones que hoy ocupa la Administración
Hidráulica; ubicación que se ha visto al-
terada muy recientemente (tanto que ni
siquiera ha sido posible incluirla en la
obra) tras la nueva reestructuración de
los Departamentos Ministeriales y su or-
ganización llevada a cabo por el nuevo
Gobierno (6). En efecto, al desaparecer
el Ministerio de Obras Públicas, Trans-
porte y Medio Ambiente, que era el
Departamento competente de modo ge-
nérico en materia de aguas, se hace ne-
cesario atribuir la misma a otro Minis-
terio. El elegido ha sido el Ministerio de
Medio Ambiente, que asumirá, entre
ot ras , las competencias relat ivas a
Obras Hidráulicas, Confederaciones Hi-
drográficas y las que, en materia de
aguas, ostentaban hasta ahora la Secre-
taría de Estado de Medio Ambiente y Vi-
vienda (sustituida por la Secretaría de
Estado de Aguas y Costas) y la Secreta-
ría de Estado de Política terri torial y
Obras Públicas (cuyas atribuciones en el
tema que nos ocupa pasan también a
aquélla).

Pero, al margen de estos datos mera-
mente enunciativos, considero impor-
tante destacar que, a mi modo de ver, se
ha desdeñado una ocasión de oro para
eliminar de una vez por todas la plurali-
dad de centros directivos de los que de-
penden las Confederaciones Hidrográfi-
cas, tan criticada por el Profesor FANI.O
LORAS en su obra. Así es, si hasta hace
unos meses eran tres los centros directi-
vos que desplegaban su superior entidad
sobre las Confederaciones Hidrográfi-
cas, en la actualidad parece que van a
ser dos (Dirección General de Obras Hi-
dráulicas y de Calidad de las Aguas, de-
pendiente de la Secretaría de Estado de
Aguas y Costas, y Subsecretaría de Me-
dio Ambiente, que sustituye a la antigua
Subsecretaría de Obras Públicas, Trans-
portes y Medio Ambiente) (7). Por tanto,

y aunque algo se ha avanzado, hubiese
sido preferible designar una única de-
pendencia a efectos de simplificar la
cuestión.

Por último, interesa destacar el tema
de la naturaleza jurídica de las Confede-
raciones Hidrográficas, tan diferente en
la actualidad con respecto a su origina-
ria configuración. Y así, si aquéllas sur-
gieron como un claro ejemplo de Admi-
nistración corporativa o representativa
de intereses, hoy presentan una evidente
naturaleza fundacional, dada su inclu-
sión en la categoría de los organismos
autónomos estatales (8). El problema
radica en que el modelo concreto de or-
ganismo autónomo que los Reales De-

(6) Vid. el RD 785/1996, de 5 de mayo
(«BOE» núm. 110, de 6 de mayo), y el RD
839/1996, de 10 de mayo («BOE» núm.
115, de 11 de mayo de 19%).

(7) Llego a esta conclusión tras la lec-

tura de la Disposición Adicional Única del
RD 839/1996, de 10 de mayo, que establece
que: «Las actuales adscripciones y depen-
dencias de los organismos autónomos y en-
tes públicos continuarán en vigor con las
modificaciones que se deriven de las previ-
siones contenidas en este Real Decreto»;
luego si las Confederaciones Hidrográficas
anteriormente estaban adscritas orgánica-
mente a la Dirección General de Calidad de
las Aguas y a la Dirección General de
Obras Hidráulicas, y funcionalmente a la
Subsecretaría de Obras Públicas, Transpor-
tes y Medio Ambiente, y en la actualidad
las dos primeras se han refundido en la Di-
rección General de Obras Hidráulicas y de
Calidad de las Aguas, y la segunda ha des-
aparecido y, en lo que a nosotros nos inte-
resa, ha traspasado sus funciones a la Sub-
secretaría de Medio Ambiente, es deducción
lógica que son estos dos, y no otros, los
centros directivos de los que dependen hoy
las Confederaciones Hidrográficas. Todo
esto sin perjuicio de que, en un futuro, y
como se advierte en la Exposición de Moti-
vos del mencionado Real Decreto, se tenga
la intención de reestructurar y reformar los
organismos autónomos para adecuarlos a
criterios de racionalidad, eficacia y eficien-
cia.

(8) Por cierto, y ésta es una crítica
que realiza el Profesor FANLO LORAS en su
obra, que esta calificación no aparece for-
mulada de modo expreso en el texto básico
en materia de aguas (Ley de Aguas de
1985), sino que se deduce indirectamente
del artículo 20.4 cuando alude a la legisla-
ción de entidades estatales autónomas
como normativa aplicable a los organismos
de cuenca.
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cretos constitutivos de las Confederacio-
nes Hidrográficas han elegido para califi-
carlas (organismos autónomos de carác-
ter comercial) no es, ni mucho menos, el
que mejor conpatibiliza ni con el conjun-
to de funciones ni con las potestades que
ejercen estos entes. Se sugiere por el au-
tor, a mi modo de ver correctamente, que
la calificación que en verdad correspon-
de a las Confederaciones Hidrográficas
es la de organismo autónomo de carácter
administrativo, y que lo contrario sólo
puede explicarse si lo ponemos en rela-
ción con el criticado y criticable fenóme-
no de la huida del Derecho administrati-
vo; fenómeno que esta ocasionando au-
ténticas distorsiones en el régimen
jurídico de figuras que forzosamente, y
en atención a sus actividades, habían de
regirse por el Derecho administrativo.

III

Finaliza esta obra con una parte dedi-
cada a describir las Administraciones
Hidráulicas autonómicas, tanto las de
carácter general (propias de las Comuni-
dades Autónomas con cuencas intraco-
munitarias, y con una competencia glo-
bal en todo el territorio autonómico)
como las de carácter sectorial o restrin-
gido a un sector específico en relación
con las aguas (existentes tanto en las Co-
munidades Autónomas con cuencas in-
tracomunitarias como en las pertene-
cientes a cuencas intercomunitarias, y
cuyo ejemplo paradigmático son las de-
dicadas al abastecimiento y saneamiento
de aguas) (9). Aspecto compartido por
todas ellas es el de responder, tanto en
su revestimiento formal como en su régi-
men jurídico, a cualquiera de las diver-
sas fórmulas de descentralización fun-
cional existentes en nuestro Derecho.

(9) La terminología Administración
Hidráulica General - Administración Hi-
dráulica Sectorial ha sido acuñada en
nuestro país por el Profesor EMBID IRLJO.
Vid. «Las competencias sobre las aguas
continentales. Planteamiento normativo y
realidad jurídica», en la obra, dirigida por
el mismo autor. Legislación del agua en las
Comunidades Autónomas, Ed. Tecnos, Ma-
drid, 1993, págs. 39 a 42.

Es interesante destacar que en el caso
de las Administraciones Hidráulicas ge-
nerales ubicadas en las Comunidades
Autónomas con aguas que discurren ín-
tegramente por su territorio (Cataluña,
Galicia, Canarias y Baleares; estas dos
últimas por el hecho evidente de su in-
sularidad) se ha optado por configurar
una estructura organizativa de las mis-
mas prácticamente análoga a la existen-
te en los organismos de cuenca de las
Comunidades Autónomas intercomuni-
tarias, es decir, en las Confederaciones
Hidrográficas. Este hecho hace pensar
que en Derecho de aguas, como en todo,
siempre es más cómodo trasplantar, con
más o menos ajustes, lo que ya existe
(aunque se critique) que lanzarse a in-
novar y ser capaz de asumir los riesgos
que esto conlleva.

Y, para concluir, sólo quiero volver a
reiterar mi satisfacción personal por la
aparición de esta obra, puesto que pien-
so que intentar una valoración mucho
más profunda quizá fuese tachado como
de demasiado pretencioso por mi parte.
Y esta satisfacción deriva no sólo del in-
dudable rigor científico de este trabajo,
sino de una claridad expositiva y una
amenidad que, francamente, son muy
de agradecer en unos tiempos en los
que, por desgracia, ambas cualidades,
salvo honrosas excepciones, no suelen ir
de la mano todo lo a menudo que los es-
tudiosos del Derecho administrativo de-
searíamos.

Beatriz SETLAIN MENDIA
Área de Derecho Administrativo

Facultad de Derecho
Universidad de Zaragoza

GONZÁLEZ ENCINAR, J. J. (ed.): La tele-
visión pública en la Unión Europea,
McGraw-Hill, Madrid, 1996, 250 págs.

El libro que queremos comentar es el
resultado de un Congreso Jurídico Inter-
nacional que, bajo el mismo nombre
que da título a la publicación, se celebró
en marzo de 1995 en la Facultad de De-
recho de la Universidad de Alcalá de Hc-
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nares. En él, destacados expertos euro-
peos en materia de régimen jurídico de
los medios de comunicación expusieron
la situación actual de la televión pública
en sus respectivos países y debatieron
sobre la cuestión en el contexto de la
Unión Europea.

El libro consta de siete capítulos, el pri-
mero dedicado al ámbito del Derecho co-
munitario y los seis restantes a cada uno
de los siguientes países: Reino Unido, Ale-
mania, Austria, Francia, Italia y España.

Desde que a mediados de los años
ochenta las instituciones comunitarias
comenzaran, sin un apoyo específico en
los Tratados, a regular esta materia, se
ha producido un importante incremento
de la acción comunitaria en el terreno
de la política audiovisual. El enfoque
comunitario parte de consideraciones
de tipo económico, adoptando una pos-
tura marcadamente favorable a la libe-
ralización de este sector del mercado.
Sin embargo, es esencial determinar
cuáles son, o deberían ser, las compe-
tencias de la Comunidad en un sector, el
audiovisual, que tiene también implica-
ciones de tipo cultural y político.

El Profesor MALANCZUCK, de la Univer-
sidad de La Haya, analiza Ja evolución
de la Jurisprudencia del Tribunal de
Justicia de la Comunidad Europea en
esta materia, desde el inicial reconoci-
miento en 1974 de la televisión como
servicio hasta la adopción, a finales de
los ochenta y principios de los noventa,
de una postura marcadamente liberali-
zadora. Sin embargo, el Tribunal, en sus
últimos pronunciamientos, ha reconoci-
do que existen intereses culturales legí-
timos que pueden ser tenidos en cuenta
por las autoridades nacionales a la hora
de establecer la regulación interna de la
televisión, y que no cabe que los opera-
dores nacionales se amparen en las li-
bertades de prestación de servicios y de
establecimiento para eludir la corres-
pondiente normativa de su país.

Por otro lado, la consideración de los
programas televisivos como servicios
hizo necesaria una regulación que posi-
bilitara su libre circulación en el ámbito
comunitario. Con el fin de que los mis-
mos pudieran ser emitidos en cualquier
Estado miembro se aprobó la Directiva
«Televisión sin fronteras», que establece

determinados límites a la publicidad y
al patrocinio, así como otros destinados
a la protección de la infancia. Además,
la Directiva establece unas cuotas de
programas europeos que han de ser
emitidos en las televisiones pertenecien-
tes a Estados miembros de la Unión. Sin
embargo, las dificultades políticas para
llegar a un acuerdo sobre la materia, así
como para controlar el cumplimiento de
tales normas, siguen siendo notables. El
Derecho comunitario afecta también
desde otras perspectivas al mercado te-
levisivo. Así, por ejemplo, a través de las
normas sobre la competencia, de las
nuevas atribuciones comunitarias en
materia de cultura o a través del desa-
rrollo de una política de promoción del
sector audiovisual europeo.

Dentro del marco europeo, y una vez
tratada la dimensión comunitaria, el au-
tor aborda, por último, la regulación so-
bre televisión del Consejo de Europa, re-
firiéndose al Convenio Europeo de Tele-
visión Transfronteriza de 1989 y al
artículo 10 del Convenio Europeo de
Derechos Humanos.

Todas las televisiones públicas euro-
peas comparten una función de servicio
público y una serie de problemas comu-
nes, pero las diferencias en otros órde-
nes, como se puede ver en esta obra, son
manifiestas. En cada uno de los mode-
los de televisión pública analizados se
abordan pormenorizadamente sus res-
pectivas funciones y sus sistemas de or-
ganización interna, de financiación y de
control. Así, el modelo británico es estu-
diado por el Profesor GIHBONS, de la
Universidad de Manchester; el alemán
por los Profesores HorFMANN-RiEM y
SCHULZ, de la Universidad de Hambur-
go; el caso de Austria por el Profesor
HOLOUBCK, de la Universidad de Viena;
el Profesor MORANGE, de la Universidad
de París, estudia el sistema francés; y el
Profesor PACE, de la Universidad de
Roma, se ocupa del caso de Italia.

Es, sin embargo, el sistema de televi-
sión pública español el que ofrece para
nosotros un mayor interés, tanto por
sus peculiaridades con respecto a sus
países vecinos como por su alto déficit
democrático.

En el capítulo dedicado a España, el
Profesor GONZÁLEZ ENCINAR analiza, en
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primer lugar, el marco jurídico aplica-
ble en materia de televisión y la inter-
pretación que del mismo ha realizado el
Tribunal Constitucional. Algunos pre-
ceptos constitucionales resultan de in-
discutible relevancia en materia de tele-
visión. Así, por ejemplo, las libertades
de expresión e información (art. 20); la
competencia exclusiva del Estado en
materia de telecomunicaciones (art.
149.1, apartados 21 y 27); la libertad de
empresa (art. 38); y la facultad de reser-
var el Estado para sí el servicio público
de la televisión en régimen de monopo-
lio, ya sea únicamente de la titularidad,
como ocurre en la actualidad, o también
del ejercicio, como sucedía hasta 1988
(art. 128.2).

A la vez, distintas normas con rango
de ley regulan diversos aspectos en ma-
teria de televisión; así, entre otras, el Es-
tatuto de la Radio y la Televisión (1980),
la Ley del Tercer Canal de Televisión
(1983), la Ley de Ordenación de las Te-
lecomunicaciones (1987), la Ley de Te-
levisión Privada (1988), la Ley de incor-
poración de la Directiva 89/552/CEE
(1994), y las recientes Ley de Telecomu-
nicaciones por Satélite, Ley de Televi-
sión Local por Ondas Terrestres y Ley
de Telecomunicaciones por Cable (todas
ellas de 1995).

La titularidad del servicio de televi-
sión en España es siempre pública, aun-
que admite dos modalidades de gestión:
directa (por el propio Estado: Poder
central o Comunidades Autónomas) e
indirecta (por los particulares). La tele-
visión en nuestro país puede adoptar
distintas formas según la gestión del
servicio sea pública o privada, según el
soporte técnico sobre el que se emita
(por ondas, por cable o por satélite), o
según el ámbito geográfico que abarque
la emisión (de cobertura estatal, auto-
nómica o local). Pero, según señala
GONZÁLEZ ENCINAR, la existencia de la te-

levisión pública es una exigencia consti-
tucional, es decir, no dependiente de
criterios políticos o de oportunidad.

Sin embargo, siendo toda televisión
servicio público, no está nada claro en
qué ha de consistir tal servicio y cuáles
han de ser sus funciones. En la actuali-
dad, a juicio del autor, la ley garantiza
la dependencia de las televisiones públi-

cas con respecto al poder, así como el
efectivo control de aquéllas por parte de
éste, convirtiéndose en instrumentos gu-
bernamentales, de propaganda del po-
der político, y no, como debieran, me-
dios de información objetiva e impar-
cial. Además, ambas televisiones,
públicas y privadas, debido a la depen-
dencia común que sufren con respecto a
su financiación publicitaria, no se dife-
rencian en la calidad de su programa-
ción, ya que se encuentran sometidas a
la dictadura de la audiencia, que será la
que proporcione los ingresos por publi-
cidad. Por ello, resulta manifiesta la de-
pendencia de la televisión pública no
sólo del mercado, sino también del Es-
tado, y por ende del Gobierno de turno.

La Jurisprudencia constitucional en
materia de televisión tampoco ofrece un
panorama satisfactorio en algunos as-
pectos. Según GONZÁLEZ ENCINAR, siendo
la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional alemán la que más ha influido so-
bre nuestro Tribunal, no se entiende la
razón por la cual éste no ha sentido la
necesidad de aproximarse en materia de
televisión a la jurisprudencia de aquél.
En especial la doctrina de la Grundver-
sorgung (servicio esencial de la televi-
sión pública, garantizado por el Estado
pero libre frente al Estado) no ha tenido
reflejo en sus sentencias. El Tribunal no
se ha cuestionado ni la forma ni el con-
tenido de la reserva al Estado del servi-
cio público de televisión. La voluntad de
nuestro Alto Tribunal de no entrar en el
análisis del servicio público de la televi-
sión «le ha impedido reconocer con cla-
ridad que la concreta forma de organi-
zación de ese servicio público en las le-
yes vigentes no sirve, en realidad, a la
libre formación de la opinión pública,
sino todo lo contrario: sirve para su ma-
nipulación» (pág. 244).

Es en el grado de dependencia del po-
der político, en su organización y en el
modo de financiarse donde la televisión
pública española, ya sea central o auto-
nómica, tiene mayores diferencias con
otras de nuestro entorno europeo. Dife-
rencias que se transforman en deficien-
cias con evidentes repercusiones negati-
vas para el sistema democrático. Así,
afirma GONZÁLEZ ENCINAR, con tanta ro-
tundidad como acierto: «España es el
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único país de la Unión Europea en don-
de un partido político puede disponer
de una televisión pública para manipu-
lar impunemente la información y la
opinión de los ciudadanos» (pág. 244).
Y añade: «Las leyes que regulan las tele-
visiones públicas españolas no garanti-
zan la independencia de éstas, sino todo
lo contrario (..,). En la medida en que
desvirtúa la verdadera naturaleza del
servicio público y porque atenta directa-
mente contra la esencia de la democra-
cia, el régimen jurídico de las televisio-
nes públicas es abiertamente inconstitu-
cinal» (pág. 245). La necesidad de la
televisión pública en convivencia con las
privadas es manifiesta, pero aquella sólo
puede cumplir su función, esencial para
el sistema democrático, siendo indepen-
diente e imparcial. «El Estado —según
el autor— para defender la Constitución
democrática, para hacer posible el pro-
ceso de la libre formación de la volun-
tad popular, tiene que garantizar la exis-
tencia de una televisión pública inde-
pendiente, competitiva, de calidad e
imparcial. Pero el Estado, que ha de po-
ner los medios para que esa televisión
sea posible, ahora y en el futuro, no
puede, sin embargo, ejercer desde nin-
guno de sus órganos un control político,
directo ni indirecto, sobre el funciona-
miento de dicha televisión» (pág. 247).
Así, el control estatal de la televisión ha-
bría de quedar limitado al control jurí-
dico.

La televisión pública española requie-
re, como se deduce de este análisis, im-
portantes reformas, en particular en
materia de financiación y de organiza-
ción. En cuanto a la primera se deben
aportar, a juicio del autor, recursos pú-
blicos suficientes que aseguren la cali-
dad y competitividad de la programa-
ción, «excluyendo la permanente pre-
sión política sobre los gestores del
medio» (pág. 248). Con respecto al siste-
ma de organización, la composición de
sus órganos directivos ha de ser eviden-
temente profesional y no política. A jui-
cio del autor, «la necesaria desaparición
del actual control político de las televi-
siones públicas obliga a la creación de
una auténtica Autoridad Independiente»
(pág. 248). La utilización de este institu-
to como órgano de gestión de la televi-

sión pública está ampliamente demos-
trada, como se puede ver a lo largo del
libro que se comenta, en diversos países
de nuestro entorno europeo. En nuestro
país, órganos muy similares al propues-
to gestionan organismos (como el Ban-
co de España o el Consejo Nacional de
Seguridad Nuclear) en los que sería in-
aceptable, por su propia naturaleza, un
control político, sometido a criterios de
oportunidad, por parte de los Gobiernos
central o autonómico. La elección de los
miembros que habrían de componer di-
chos órganos de gestión, sustitulivos de
los actuales Consejos de Administra-
ción, correspondería al Parlamento, y
recaería en personas con demostrada
capacidad y solvencia para el desempe-
ño de las funciones inherentes al servi-
cio público de televisión. Esta institu-
ción de las Autoridades independientes
se revela como la más adecuada para el
cumplimiento de las funciones propias
de una televisión pública independiente,
imparcial y de calidad, y, en consecuen-
cia, para un sistema democrático.

El lector podrá encontrar en este li-
bro, además de una excelente panorámi-
ca del estado de la cuestión en Europa y
en cada uno de los países tratados, algu-
nas propuestas de solución a los proble-
mas concretos que hoy se plantean en la
materia y que requieren de inmediatas
actuaciones en el plano legislativo. En
fin, nos hallamos ante una interesante
obra, esencial para todos aquellos que,
bien desde el Derecho o bien desde el
mundo de los medios de comunicación,
quieran conocer una materia tan con-
trovertida como importante para el de-
sarrollo de nuestra democracia.

Pedro FARRÉ LÓPEZ

GONZÁLEZ GARCÍA, Julio V.: El alcance del
control judicial de las Administracio-
nes Públicas en los Estados Unidos de
América fPrólogo de Alejandro NIETO),
McGraw-Hill, Madrid, 1996.

Comenzando por el principio, el Pró-
logo de Alejandro NIETO al libro de Julio
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V. GONZÁLEZ no tiene desperdicio; como
nos tiene acostumbrados, la agudeza de
ingenio y la brillante prosa se unen para
deleitar al lector con unas reflexiones
sobre el papel del Derecho, el lugar de
las investigaciones jurídicas, el oficio de
jurista... todo ello para concluir con una
valoración sobre la relevancia de los es-
tudios de Derecho comparado en el de
las instituciones del ordenamiento na-
cional, porque, en definitiva, el libro al
que preceden las reflexiones de NIETO lo
es de Derecho comparado; o mas bien,
para ser más riguroso con la semántica,
lo es de Derecho extranjero, el norte-
americano, pues la investigación que
nos ofrece Julio GONZÁLEZ no busca ni el
contraste ni la comparación, ni la forza-
da analogía ni tampoco la manifiesta di-
ferencia; la pretensión es simplemente
—lo cual no significa que el objetivo sea
sencillo de conseguir— exponer de for-
ma clara y precisa el alcance del control
judicial de las Administraciones públi-
cas en los Estados Unidos de América,
que es precisamente el título del libro y
que responde con absoluta exactitud a
su contenido.

No obstante, aunque la pretensión del
autor ha sido la señalada y por ello ha
evitado el análisis comparativo con las
consecuentes deducciones, la compara-
ción del funcionamiento del sistema
norteamericano con el control judicial
de las Administraciones públicas en Es-
paña es inevitable conforme el lector
avanza a lo largo de los cinco capítulos
que forman esta monografía; es imposi-
ble sustraerse a la tentación intelectual
de comparar, quizá por las dificultades
de situarse y permanecer en un ordena-
miento que no es el propio, en gran me-
dida desconocido, reflexionar en un
marco jurídico en el que los problemas
se manifiestan, al menos, rodeados de
unas circunstancias que, aunque pue-
dan ser accidentales, alejan el supuesto
de lo que es común en el funcionamien-
to administrativo patrio, diversidad de
supuestos a la que se unen instituciones
también matizadamente diferentes. Con
todo, la ubicación intelectual en un or-
denamiento extranjero y su estudio, abs-
tración hecha de la comparación, no
puede tener otra utilidad mayor que la
de servir de elemento o factor de discu-

sión para buscar soluciones más ade-
cuadas para otros ordenamientos distin-
tos; si no, ¿qué justificaría hacer un es-
tudio de instituciones del Derecho de un
país por un nacional de otro? La res-
puesta es nada, pues quien está en me-
jores condiciones para abordar el estu-
dio del entramado institucional de un
país es el nacional del mismo, y el es-
fuerzo intelectual que requiere aden-
trarse en el Derecho de otro Estado no
compensaría en absoluto si con él no se
consiguiera al menos un punto de parti-
da para hacer comparaciones y formu-
lar, en su caso, propuestas para mejorar
el ordenamiento propio o, por el contra-
rio, desechar la importación de solucio-
nes. En efecto, cualquiera de estos re-
sultados son altamente satisfactorios y
con ello se justifica sobradamente el es-
tudio de los ordenamientos foráneos; el
primero, por evidente, no precisa expli-
cación alguna; el segundo, no tan efec-
tista como el anterior, pero también de
importancia, permite despejar malos en-
tendidos acerca de las supuestas exce-
lencias de los métodos ajenos, excelen-
cias que con frecuencia no son otra cosa
que elucubraciones mentales asociadas
a intereses concretos, premeditadamen-
te cobijados bajo la confusa ambigüe-
dad de soluciones del Derecho compara-
do debidamente manipuladas.

Pues bien, el libro de Julio GONZÁLEZ
GARCÍA es de gran utilidad para cubrir
esta segunda función que deben cumplir
los estudios de Derecho extranjero, por-
que su objetivo entiendo que no está en
quitar ni en poner rey, en terciar en po-
lémicas, como confiesa el propio autor,
sino en exponer el funcionamiento de
un sistema, con la máxima objetividad
con que las personas podemos expresar-
nos —que por ser sujetos no puede ser
absoluta—, exposición que pone de ma-
nifiesto el equilibrio alcanzado en los
Estados Unidos de América en un con-
junto de cuestiones relativas al control
judicial de la actuación administrativa,
cuestiones que en absoluto singularizan
las relaciones entre el poder ejecutivo y
judicial en Norteamérica, sino que se
plantean en términos semejantes, aun-
que con los debidos matices, en los paí-
ses europeos, y singularmente en Espa-
ña, como lo acreditan los trabajos que
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en estos últimos años han abordado el
control judicial de las Administraciones
públicas y, en particular, los controles a
partir de la distinta naturaleza de los ac-
tos jurídicos indeterminados y la discre-
cionalidad administrativa, los de la
inactividad de la Administración y los
remedios judiciales contra la misma.

En fin, el libro de Julio GONZÁLEZ está
hecho en Estados Unidos sobre el Dere-
cho de este país, cumple la importante
función a que me he referido y que este
tipo de estudios debe atender para con
el Derecho propio y, al abordar una se-
rie de temas de gran interés para Espa-
ña en este momento, ocupa un lugar de
primer orden para reflexionar sobre el
equilibrio en que, en las postrimerías
del siglo xx, deben apoyarse las relacio-
nes entre el poder ejecutivo y judicial,
reflexión que, sin duda, ha de alumbrar
la futura reforma del contencioso-admi-
nistrativo en España.

Tomás QUINTANA LÓPEZ
Catedrático de

Derecho Administrativo
Universidad de León

NAVARRETE SERRANO, Manuel, y FERNÁN-
DEZ DÍAZ, Jorge: Las competencias mu-
nicipales en materia de tráfico, Publi-
caciones Abella-El Consultor de los
Ayuntamientos, Madrid, 1995, 2.a ed.,
429 págs.

Dice nuestra Ley de Régimen Local de
1985, en su artículo 25, que el munici-
pio, «en los términos de la legislación
del Estado y de las Comunidades Autó-
nomas», tiene competencias, entre otras
materias, en «segundad en lugares pú-
blicos» y «ordenación del tráfico de
vehículos y personas en las vías urba-
nas». Este precepto, de alguna manera,
constituye el punto de partida del libro
que comentamos y que sus autores, NA-
VARRETE SERRANO, Letrado asesor del
Ayuntamiento de Granada, y FERNÁNDEZ
DÍAZ, Letrado de la Policía Local del
mismo Ayuntamiento, dedican a exami-
nar toda la rica, y cada vez más compli-

cada, problemática del tráfico en nues-
tros pueblos y ciudades, desde la óptica
de la competencia municipal.

La lectura del índice sistemático nos
sitúa con facilidad ante el contenido y
pretensiones de esta publicación. De al-
guna manera, cabría decir de ella que
está sistematizada, parcelada, en tres
grandes bloques de cuestiones. El pri-
mero de ellos toca lo relativo a las com-
petencias del municipio en el ámbito del
tráfico, haciéndolo desde una triple con-
sideración: las competencias reglamen-
tarias en lo que atañe a la tramitación y
aprobación de ordenanzas; las compe-
tencias ejecutivas en cuanto cristalizan
en un procedimiento sancionador que
debe ser tramitado y desarrollado según
la legislación vigente; y las competen-
cias preventivas referidas, de un lado, a
la llamada inmovilización de los vehícu-
los y, de otro, a la retirada y depósito de
éstos con la participación del siempre
discutido Servicio Municipal de la Grúa.
El segundo bloque se dedica a recoger
un conjunto de formularios con mode-
los referentes a ordenanzas, atestados,
diligencias de prevención y asegura-
miento, expediente sancionador, recur-
sos administrativos y jurisdiccionales,
expediente de retirada de vehículos, ava-
les y fianzas solidarias de dos contribu-
yentes. Y el tercer bloque, bajo el rótulo
de apéndice legislativo, agrupa las nor-
mas vigentes en la materia, hasta un to-
tal de nuevos, entre las que se incluyen
unas que tienen rango de ley, otras que
revisten la forma de Decreto y una con
vestidura formal de Orden Ministerial.
Lógicamente, entre las normas que apa-
recen en este apéndice figura el Títu-
lo IX de la Ley 30/1992, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Co-
mún, así como el Reglamento de 4 de
agosto de 1993 sobre procedimiento
para el ejercicio de la potestad sancio-
nadora.

El análisis en profundidad del libro, y
de sus principales contenidos y pronun-
ciamientos, determina que, después de
haberlo leído, se arraigue en nosotros la
convicción de que el tráfico en general,
y el municipal en particular, presenta
unas derivaciones jurídicas y legales del
máximo interés a todos los efectos. Te-
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mas como el de las notificaciones de las
multas, el de la prescripción de las in-
fracciones, el de la actuación de la grúa o
instrumentos similares, el de la ejecución
de las sanciones, etc., son verdaderamen-
te interesantes y requieren una cualifica-
ción profesional muy rigurosa que no to-
dos los ciudadanos, por supuesto, po-
seen. Y al mismo tiempo demuestran que
la realidad del tráfico es extraordinaria-
mente compleja, y lo será más en el futu-
ro, de tal manera que a veces las normas
no responden a dicha complejidad; y han
de ser, en definitiva, los Tribunales ordi-
narios de Justicia, e incluso, llegado el
caso, el Tribunal Constitucional, los que
diriman los litigios y sienten corrientes
jurisprudenciales. Esta es, por lo demás,
la razón de que los autores, en el libro,
recurran con frecuencia a las sentencias
dictadas por los órganos jurisdiccionales
a fin de interpretar preceptos, sostener
posturas determinadass o reflejar nuevas
orientaciones.

La obra de los dos autores granadi-
nos, como señala Antonio MARTÍ GARCÍA,
Magistrado de la Sala Tercera del Tribu-
nal Supremo en el Prólogo a la primera
edición, es a la vez «un libro profundo y
práctico», cuya utilidad es evidente para
cuantos, por razones diversas, tienen
que ver con el tráfico municipal. Y, en
este sentido, tan sólo interesa finalmen-
te reseñar que la segunda edición se
presenta adaptada a la Ley 30/1992, así
como a los Decretos 1398/1993 y
320/1994, relativos, respectivamente, al
procedimiento sancionador en general y
al procedimiento sancionador específico
de la materia.

Vicente M.a GONZÁLEZ-HABA GUISADO

POMED SÁNCHEZ, Luis Alberto: Régimen
jurídico del Banco de España (Prólogo
de Fernando LÓPEZ RAMÓN), Ed. Tec-
nos, Madrid, 1996, 374 págs.

En el proceso de huida del Derecho
Administrativo a través de los entes que

componen la llamada Administración
institucional, la doctrina ha llegado a
identificar, al menos, tres momentos
normativos que acentuaron la no suje-
ción al meritado sector de nuestro orde-
namiento jurídico. Tales serian, en pri-
mer lugar, la aprobación de la Ley de
Ent idades Esta ta les Autónomas de
1958, cuyo artículo 5 excluía un conjun-
to de entes de su ámbito de aplicación,
elenco posteriormente ampliado a pesar
de que esta eventualidad no había sido
prevista en la Ley (1). En segundo lugar,
se destaca la Ley General Presupuesta-
ria de 1977, que introdujo la clasifica-
ción de los organismos autónomos en
las dos categorías que conocemos hoy y
que cambió la denominación de las Em-
presas Nacionales por la de Sociedades
Estatales. Finalmente, la llamada terce-
ra huida se produce con la Ley de Pre-
supuestos para 1988, que añadió a la ci-
tada Ley General Presupuestaria la cate-
goría del «resto de entes del sector
público estatal» (art. 6.5), previsión a la
que se han ido acogiendo diversos orga-
nismos.

Entre estos últimos figuran unas Ad-
ministraciones, las llamadas Indepen-
dientes, caracterizadas por una atenua-
ción de la relación de instrumentalidad
que presentan el conjunto de entes insti-
tucionales respecto de las Administracio-
nes territoriales. Precisamente, la impor-
tación por nuestro Derecho de la figura
de las Administraciones Independientes
llevó en su momento al autor a hablar de
una escala de la independencia, en la que
aquéllas ocuparían el grado mayor o
«vértice» (2). Con el libro objeto de la
presente recensión, precisamente, el au-
tor completa su entonces esbozada teo-
ría, afirmando que, tras la Ley de Auto-
nomía del Banco de España de 1994
(LABE), es éste el que ostenta la posición
suprema de la escala. A su juicio, el Bañ-

il) Como denuncia S. MARTÍN-RETORTI-
LLO BAQUER en «Las empresas públicas: re-
flexiones del momento presente», en Ho-
menaje a CLAVERO ARÉVALO, Cívitas, Madrid,
1994, pág. 1022.

(2) Cfr. L. A. POMED SÁNCHEZ, Funda-
mento v naturaleza jurídica de las Adminis-
traciones Independientes, en el núm. 132 de
esta REVISTA (1993). pág. 142.
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co supera las características de las Admi-
nistraciones Independientes puesto que
su «grado de independencia es incontes-
tablemente superior» (pág. 277).

II

Tomando como punto de partida la
anterior afirmación, podemos adentrar-
nos en la presentación de este libro de-
dicado al estudio del régimen jurídico
del Banco de España y que tiene su ori-
gen en la tesis doctoral del autor. Con él
se colma la necesidad de un estudio ju-
rídico-administrativo completo del Ban-
co de España, a la par que se ofrecen ar-
gumentos sólidos sobre su naturaleza y
posición en nuestro ordenamiento. La
estructura del libro obedece a una divi-
sión en tres partes, cada una de las cua-
les, a su vez, contiene tres capítulos.

En la primera parte se estudian las
bases históricas del Banco de España, o,
lo que es lo mismo, sus antecedentes y
su creación en el siglo xix, así como los
hitos que jalonaron el fortalecimiento
de su posición en el siglo xx. A conti-
nuación, en la segunda, se analizan tan-
to las bases constitucionales como las
proporcionadas por el más reciente De-
recho europeo. Respecto a lo primero,
llama la atención el estudio de la fun-
ción constitucional a desempeñar por el
Banco y la posición que ocupa en nues-
tro sistema constitucional y en el Estado
de las Autonomías diseñado a partir de
nuestra Carta Magna. Es precisamente
la definición de la función que al Banco
le atribuiría ésta la que conecta con el
marco comunitario europeo. Se trata de
la defensa de la estabilidad de la mone-
da y, con ese objetivo, el Tratado de la
Unión de 1992 ha previsto la creación
de un Sistema Europeo de Bancos Cen-
trales (SEBC), que deberá funcionar al
inicio de la tercera fase de la Unión
Económica y Monetaria.

Finalmente, en la tercera y última
parte del libro, el autor describe las dis-
tintas manifestaciones de la indepen-
dencia del Banco de España, siguiendo
un esquema que utiliza antes a propósi-
to del análisis del SEBC. Se trata de la
identificación de los elementos normati-
vo, financiero, funcional, personal y rc-

lacional de la independencia respecto de
la Administración del Estado y, signifi-
cativamente, del Gobierno.

Esta estructura ha llevado al prolo-
guista a hablar de una obra equilibrada,
afirmación que se constata al comparar
la extensión dedicada a cada parte de la
misma.

III

La lectura de los tres capítulos que in-
tegran el estudio de las bases históricas
del Banco permite identificar un proce-
so continuado en el tiempo por el que se
incrementan los vínculos de aquél con
el poder público. Dos conclusiones pue-
den extraerse del análisis del autor en
estas páginas. En primer lugar, el fraca-
so de los intentos que se suceden por
hacer del Banco de España un auténtico
Banco Central. En segundo término, el
nacimiento y la consolidación de una
concepción integral del crédito.

Respecto de la primera idea, es signifi-
cativo que el autor se lamente hasta en
dos ocasiones de la oportunidad perdida
para reconocer al Banco esa posición re-
ferida que sí ostenta hoy. Así, haciendo
balance de la legislación del siglo xix,
sus palabras no pueden ser más signifi-
cativas: el Banco de España había forta-
lecido su posición, hasta convertirse en el
único Banco de emisión, afirmando al
mismo tiempo (...) su condición de ban-
quero del Gobierno. Sin embargo, no pue-
de calificarse en estos momentos al Ban-
co de España como Banco central debido
a la falta de autonomía de la política mo-
netaria (págs. 68 y 69). La segunda oca-
sión en que se critica la falta de acierto
es con motivo del Decreto-Ley de nacio-
nalización y reorganización del Banco,
en 1962, una vez descritos los efectos de
la legislación monetaria y crediticia de
la Dictadura del general Primo de Rive-
ra, de la Segunda República y de los
años siguientes al final de nuestra Gue-
rra Civil. El obstáculo a la altura de
1962 para reconocer al Banco como
Banco central es que no se afrontó el
desapoderamiento de ciertas funciones
a los diferentes órganos de la Adminis-
tración del Estado que venían ejercién-
dolas. Probablemente, la disculpa sea
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que el marco político en el que se abordó
la reforma no hacía posible otra solución
(pág. H5).

En cuanto a la segunda de las conclu-
siones de esta primera parte, el libro da
cuenta de una serie de disposiciones
que permiten derivar un concepto cada
vez más amplio de la ordenación del
crédito. El primero de esos textos nor-
mativos es la Ley de Ordenación Banca-
ria de 1921, sin duda el primer intento
acabado de regulación completa y siste-
mática de ¡os sistemas monetario y credi-
ticio en nuestra legislación bancaria
(pág. 69). Con esta Ley se toma concien-
cia de que tanto el Banco de España
como la Banca privada son agentes de la
organización del crédito. Sin embargo,
el paso más importante se produce des-
pués, con la Ley de Bases de Ordena-
ción del Créditoy la Banca de 1962. De
ella sí se puede predicar una concepción
integral del crédito, puesto que regulaba
determinados aspectos de las Entidades
Oficiales, de las Cajas de Ahorros y las
Cooperativas de crédito, y hasta de las
sociedades de cartera, las entidades de
financiación de venta a plazos y las Bol-
sas de valores.

IV

Son, sin duda, la segunda y tercera
partes del libro las más interesantes, por
cuanto se ocupan de la posición actual
del Banco de España en nuestro sistema
constitucional y de la caracterización
jurídica del mismo, respectivamente.

Para definir el lugar que ocupa el
Banco en nuestro ordenamiento, el au-
tor identifica un valor de relevancia
constitucional, como es el de la estabili-
dad monetaria. Esa es la conclusión a la
que llega después de un proceso en el
que su punto de partida es demostrar
que la estabilidad monetaria forma par-
te de la estabilidad económica aludida
en el artículo 40.1 de la Constitución.
Después acomete la tarea de probar la
enorme conexión existente entre la esta-
bilidad monetaria y la efectividad de al-
gunos derechos sociales y económicos,
de derechos de contenido patrimonial e
incluso de alguno de los principios del
sistema tributario (págs. 138 y 139). Es,

pues, a la vista de estos datos que el au-
tor concluye que la estabilidad moneta-
ria puede considerarse uno de los ele-
mentos integrantes del marco en que han
de realizarse plenamente los objetivos bá-
sicos del Estado social y democrático de
Derecho (pág. 141), atribuyendo su pre-
servación al Banco de España.

El último paso, es decir, la identifica-
ción de la función constitucional del
Banco, la lleva a cabo, lógicamente, tras
el examen de la legislación postconstitu-
cional dictada para regular su estatuto.
Se trata de la Ley de Órganos Rectores
del Banco de 1980 y, sobre todo, de la
Ley de Autonomía de 1994. Significati-
vamente, el autor dice que esta última
es una Ley constitucional por su repercu-
sión en la distribución de poderes en el
seno de nuestro sistema jurídico (pág.
124), pero, fundamentalmente, conti-
nuando con la argumentación anterior,
es la Ley que convertirá la función de
defensa de la moneda en la primordial a
desempeñar por el Banco de España.

Si éste desempeña una función consti-
tucional y esto se traduce en una partici-
pación directa en la dirección política del
Estado (pág. 163), el autor apuesta va-
lientemente por la consideración del
Banco como órgano constitucional en
sentido impropio, dado que no puede
afirmarse que lo sea en sentido estricto
al no haber sido configurado inmediata-
mente por la Norma Suprema.

Todavía en la segunda parte, y para
completar el análisis de la posición del
Banco de España, se alude a su eventual
participación en el SEBC, en el supues-
to de que nuestro país se incorpore a la
llamada tercera fase de la Unión Econó-
mica y Monetaria. En este punto, lo más
llamativo es la toma de postura del au-
tor a favor de quienes, en el debate doc-
trinal existente, defienden el reparto de
responsabilidades entre los componen-
tes del SEBC. Para estos autores, los
Bancos Centrales Nacionales y el Banco
Central Europeo (BCE) se distribuirían
las tarcas conforme al principio de sub-
sidiariedad. Para rebatir la postura con-
traria, que cuenta con valedores de la
talla de GARCÍA DE ENTERRÍA, el autor
participa de la creencia de que el papel
de los Bancos Centrales Nacionales no
será el de meros ejecutores de las deci-
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siones del BCE, sino que la potestad de
dirección de éste se combinará con el re-
conocimiento de una autonomía de deter-
minación a aquéllos (pág. 237).

V

Como se ha dicho, el autor deja para
el final el examen de las manifestacio-
nes de la independencia del Banco de
España, que reconduce a cinco: norma-
tiva, financiera, funcional, personal y
relacional. Es así como se nos ofrece la
segunda caracterización jurídica de la
entidad. El Banco de España es no sólo
un órgano constitucional en sentido im-
propio, sino también una Administra-
ción Independiente, que goza de un gra-
do mayor o menor de independencia se-
gún sea la función considerada de entre
las que tiene atribuidas. Por ello, el títu-
lo de esta tercera parte es El Banco de
España, Administración Independiente
Multifuncional. Sólo teniendo en cuenta
el segundo de los adjetivos se puede ma-
tizar el alcance del primero. Ahora bien,
interesan tanto los adjetivos como el
sustantivo que los precede: el Banco de
España es una Administración, si bien
una Administración que, para el correcto
ejercicio de una buena parte de sus fun-
ciones, lia de actuar como un Banco
(pág. 277).

La anterior afirmación supone que el
autor ha resuelto positivamente que el
Banco de España es una entidad depen-
diente o vinculada a la Administración
del Estado, a los efectos de reputarlo
Administración Pública de conformidad
con el artículo 2.2 de la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Respecto a la relación entre la inde-
pendencia y las funciones del Banco, es
en el ejercicio de su competencia exclu-
siva para la formulación y ejecución de
la política monetaria donde se alcanza
el mayor grado de independencia, de
forma que se excluye totalmente la rela-
ción de instrumentalidad respecto del
Gobierno. Para el autor, se trata de una
auténtica premiare en nuestro ordena-
miento jurídico-público, por la cual un
ente integrado en el pluriverso de figuras

organizativas que integran la Administra-
ción del Estado se relaciona en pie de
igualdad con el Gobierno (pág. 271). Sin
duda por tratarse de una novedad y por-
que esa igualdad incide en las funciones
ejecutiva y directiva atribuidas al Go-
bierno, el autor cree necesario plantear-
se la eventual inconstitucionalidad de
esos planteamientos. Pero es, funda-
mentalmente, el argumento de que di-
cha posición del Banco contribuye al
control del poder público y viene a intro-
ducir una amplia dosis de racionalidad
en el manejo de las ... políticas económi-
cas (pág. 272) el que disipa todas las du-
das. A mayor abundamiento, la Ley de
Autonomía no ha eliminado la respon-
sabilidad en que podrá incurrir el Go-
bierno por cualquier materialización de
la política económica en contra de la es-
tabilidad de precios.

VI

Aparte de cuanto queda dicho, llaman
la atención a lo largo de todo el libro las
tomas de postura personales del autor,
entre las que quisiera resaltar tres. La
primera es su posicionamiento favora-
ble y reivindicativo de un mayor prota-
gonismo del poder legislativo en la orde-
nación de la actividad económica, al
destacar que el artículo 40.1 se dirige a
todos los poderes públicos. El autor
cree necesario salir al paso del desmedi-
do protagonismo adquirido en este cam-
po por el ejecutivo por cuanto está con-
vencido de queesfe fenómeno lia supues-
to una falta de unidad en la política
económica general del Estado (págs. 143
y 144). Más adelante, incluso plantea la
cuestión en términos de monopolización
gubernamental de los mecanismos de de-
terminación de la política económica
(pág. 153). Se podrá estar o no de acuer-
do, pero demuestra una gran valentía la
denuncia de la situación.

En línea con lo anterior y con motivo
de interpretar la estabilidad monetaria
como valor de relevancia constitucional,
el autor aprovecha para denunciar la
falta de coherencia de la política econó-
mica seguida en nuestro país en los últi-
mos años. Con sus palabras, la política
monetaria se ha movido en el marco de la
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indefinición de su objetivo último y de la
carencia de una programación a medio
plazo del crecimiento de las magnitudes
monetarias, cuya fijación por parte del
Gobierno se ha limitado a la formulación
de previsiones anuales, escasamente rea-
listas (pág. 153). Sin embargo, lo hace
porque cree que esa situación puede co-
rregirse precisamente convirtiendo en
centro de dicha política económica el
objetivo de estabilidad monetaria.

En tercer lugar, merece ser destacada
la consideración negativa de la ausencia
de participación de las CC.AA. en los ór-
ganos de dirección del Banco de Espa-
ña. Lo contrario hubiese sido el fiel
reflejo de que nos encontramos en un
Estado con un elevado grado de descen-
tralización. Las críticas del autor a los
hasta ahora tres intentos de creación de
Bancos Públicos regionales (rechaza
abiertamente la denominación de Ban-
cos Centrales regionales) se basan en las
graves deficiencias técnicas con que fue-
ron diseñados y en los fines de capta-
ción de recursos con los Que hacer frente
a las necesidades de financiación para
los que fueron concebidos (pág. 196);
pero ello no obsta para que entienda ne-
cesaria una mayor colaboración entre el
Banco y las instancias territoriales, in-
cluso con participaciones orgánicas de
éstas en aquél.

VII

En resumen, estamos ante un libro de
necesaria lectura si se pretende un acer-
camiento a la ordenación pública mone-
taria y crediticia, así como si lo que se
busca es un acercamiento a un ejemplo
de Administración Independiente. El li-
bro combina el estudio doctrinal, juris-
prudencial y de Derecho comparado. En
este último caso, con los modelos ofreci-
dos por el Banco de Italia y el Banco Fe-
deral alemán, a los que acude buscando
el punto de comparación.

A su vez, el autor sugiere temas de ne-
cesaria atención en nuestro ordena-
miento. Por ejemplo, plantea la conve-
niencia de elaborar una teoría general
de la potestad inspectora de la Adminis-
tración (pág. 303), así como de afrontar
un estudio específico de la naturaleza

jurídica de las Circulares del Banco de
España (pág. 346). De igual forma, se
encuentra alguna alusión en esta obra a
la necesidad de una Ley de funciones
del Banco de España. En espera de los
meritados tratamientos doctrinales o le-
gislativos, quede aquí reseña de un libro
en el que lo más llamativo es que todo
parece responder a un orden lógico,
efecto logrado fundamentalmente por la
forma de exposición.

Olga HERRÁIZ SERRANO

Facultad de Derecho de Zaragoza

RoDRfGüEz-ARANA MUÑOZ, Jaime: Princi-
pios de ética pública. ¿Corrupción o
sen'icio?, Editorial Montecorvo, S.A.,
Madrid, 1993, 106 págs.

Entre nosotros, en los actuales mo-
mentos por los que atraviesa la sociedad
española, se habla mucho de la corrup-
ción, sobre todo en el sector público,
pero se reflexiona poco, en el orden teó-
rico, sobre ella. En este sentido, consti-
tuye una novedad satisfactoria y recon-
fortante la publicación del libro que
ahora se comenta y del que es autor el
Profesor de Derecho administrativo
RODRÍGUEZ-ARANA, que, simultáneamen-
te, dirige la Escuela Gallega de Adminis-
tración Pública.

Vaya por delante que ni la extensión
del libro ni, por supuesto, los propósitos
de su autor van en la línea de hacer lo
que se conoce, con términos muy llama-
tivos, como un Tratado de Etica Públi-
ca. Se trata más bien de un conjunto de
reflexiones en torno a una cuestión de
creciente actualidad como es la de la
honestidad u honradez de todos los em-
pleados y servidores públicos, en unas
circunstancias en las que la crisis de las
instituciones públicas obliga a sus ges-
tores a adoptar posturas rigurosas de
control, austeridad y ejemplaridad en el
manejo de los caudales públicos. Lo que
se acaba de decir viene ratificado por
FRAGA IRIBARNE en el Prólogo cuando, en
sus líneas iniciales, califica al libro
como «la primera aproximación a la

457



BIBLIOGRAFÍA

Etica Pública realizada en nuestro
país».

Para el autor, la Etica Pública «es la
ciencia que trata de la moralidad de los
actos humanos en cuanto realizados por
funcionarios», siendo el eje o base fun-
damental de la misma «la idea de servi-
cio a la colectividad, a la sociedad». Y,
en cuanto «ciencia de lo moralmente
adecuado al servicio público, debe expli-
carse a todos los funcionarios públicos».
Idea que, en buena lógica, enlaza con la
de que debe ser impartida y difundida
en las Escuetas e Institutos de funciona-
rios como una parte esencial de la for-
mación de éstos. Así, una encuesta cele-
brada en 1980 entre dichas instituciones
demostró que «la perfección en la ges-
tión de intereses colectivos no se puede
alcanzar sin educar en sólidos criterios
de conducta ética».

Prescindiendo de aspectos tan intere-
santes como son la ética pública y los
derechos fundamentales, la ética y la es-
pecialización, la ética y la corrupción,
interesa referirse a algunos plantea-
mientos que, a mi juicio, merecen un
comentario más detallado y significati-
vo. En primer lugar, me parece esencial-
mente válida la concepción positiva, que
no negativa o defensiva, de la Etica Pú-
blica que el autor propugna en el libro.
No se trata de negar la trascendencia so-
cial de la corrupción en el campo públi-
co, sino de situarla en sus justos térmi-
nos porque lo que importa, sobre todo,
es defender una idea de moralidad que
conduzca a la mejora de los servicios, a
la superación en el trabajo de los em-
pleados públicos, a la calidad creciente
de las prestaciones. Como escribe el au-
tor, se trata ciertamente de «transmitir
comportamientos morales que impidan
la desnaturalización del servicio públi-
co»; pero más importante que esto, que
ciertamente lo es, «es su condición de
instrumento de desarrollo social» para
que los empleados públicos se sientan
motivados y trabajen siempre pensando
en los intereses colectivos que tienen en-
comendados.

Otro punto que me parece digno de
ser resaltado es el que se refiere a la es-
pecial importancia de los valores éticos
y morales en las personas que tienen ca-
pacidad de decisión en las Administra-

ciones Públicas y que, por razón del car-
go que ocupan, están llamadas a obrar
con especial sentido de la justicia y la
solidaridad. Es cierto que todo emplea-
do o servidor público, por pequeño que
sea el cargo que ocupa, tiene que com-
portarse honestamente; pero también lo
es que, a medida que se asciende en los
peldaños de la jerarquía administrativa
y burocrática, el sentido de la responsa-
bilidad se acentúa por cuanto que las
decisiones a tomar alcanzan una mayor
repercusión económica, política o so-
cial. «Los empleados públicos de alto ni-
vel que ejercen potestades discreciona-
les y que disponen de información con-
fidencial —escribe el autor— son los
que tienen más posibilidades de antepo-
ner su propio interés al interés público
que siempre debe presidir su actua-
ción.»

Finalmente, otra cuestión relevante es
la que concierne a la delimitación del
campo en el que es más frecuente la in-
moralidad de los servidores públicos y
que, para RODRÍGUEZ-ARA.VA, «es el tema
central de la Etica de la función pública
en una democracia donde el criterio de
la actuación ética debe ser el bien de to-
dos los ciudadanos, no el de ningún gru-
po reducido». Dicho campo se identifica
con aquel en el que el empleado público
goza de oportunidades diversas para fa-
vorecer a unos grupos con los que se
siente identificado en perjuicio de otros,
para conceder beneficios especiales a
determinados destinatarios en detri-
mento de otros, para tomar decisiones
de dudosa validez jurídica con tal de be-
neficiar a tales o cuales colectivos o ciu-
dadanos, etc.

En la coyuntura actual, en la que las
Administraciones Públicas están llama-
das a convertirse en agentes privilegia-
dos del cambio social y del progreso, ra-
zones de ejcmplarídad y también de
austeridad conducen a la exigencia de
que los servidores públicos han de
guiarse por pautas éticas y por criterios
morales que les den prestigio ante los
ciudadanos. Como sostiene el autor en
sus reflexiones finales, «la función pú-
blica hoy debe aspirar a gestionar lo co-
lectivo en un marco de ejemplaridad
moral y de eficacia», ya que, al lado de
un sector privado dotado de mayor sen-
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sibilidad social, debemos reivindicar
«una Administración Pública que se ca-
racteriza por la ejemplaridad ética de
cada uno de sus componentes».

Vicente M.° GONZÁLEZ-HABA GUISADO

SÁNCHEZ MORÓN, Miguel: Derecho de la
Función Pública, Ed. Tecnos, Madrid,
1996, 312 pags.

Sin duda, una de las características tí-
picas del ordenamiento de la Función
Pública es la multitud de normas, gene-
ralmente complejas, que lo integran.
Junto a ello, en la actualidad, dicho or-
denamiento se encuentra inmerso en un
proceso de cambio que está afectando a
sus aspectos básicos. En cualquier caso,
y con independencia del juicio que me-
rezcan, se trata de cambios exigidos por
la evolución misma de nuestra Adminis-
tración, que, cada día más involucrada
en la lucha por las condiciones de igual-
dad y de progreso social, debe estar en
condiciones de realizar su cometido con
eficacia.

Estas son las circunstancias que con-
figuran el marco en el que se desarrolla
la obra que comentamos. Desde esta
perspectiva, M. SÁNCHEZ MORÓN realiza
un estudio completo y sistemático de los
principios esenciales de cada uno de los
sectores del régimen jurídico de los fun-
cionarios públicos y, en general, de to-
dos aquellos que prestan sus servicios
en las Administraciones Públicas, con
interesantes referencias a los matices
propios de los distintos colectivos de
personal. Todo ello es el resultado de la
interpretación que el autor realiza del
ordenamiento funcionarial al amparo de
la realidad vigente, pero sin prescindir
de las también valiosas enseñanzas del
pasado.

En cuanto a las especialidades del ré-
gimen jurídico de la función pública, y
antes de entrar en las razones que la
justifican, resulta conveniente precisar
el significado de la relación estatutaria
que une con la Administración a quie-
nes la sirven de forma profesional y

continua. En efecto, si la nota más in-
mediata de esta relación es la determi-
nación y modificación unilateral de su
contenido mediante normas de rango le-
gal y reglamentario, esta característica
no puede mantenerse en sus términos
tradicionales desde el momento en que
algunos aspectos de dicho estatuto son
definidos por los cauces de la negocia-
ción colectiva.

Pese a determinar, esto último, una
aproximación entre el régimen jurídico
de los contratados laborales y el de los
funcionarios públicos (1), existen entre
ambos diferencias significativas que no
pueden dejar de subsistir. En efecto,
aun siendo posible, en principio, trasla-
dar a la Administración algunas de las
reglas que regulan la prestación laboral
en la empresa privada, no puede olvi-
darse que la autonomía de la voluntad
tiene en la Administración un campo
menor que en la empresa privada. En
definitiva, la peculiar posición de la Ad-
ministración (art. 103.1 CE) determina
paralelamente la necesidad de regular
un estatuto específico para los funciona-
rios (art. 103.3 CE), integrado por un
conjunto de normas de Derecho Público
que prevean determinadas especialida-
des del régimen jurídico de estos em-
pleados de forma que resulte garantiza-
da la observancia de todos los princi-
pios rectores de la actividad de la
Administración (legalidad, jerarquía,
igualdad, imparcialidad, etc.) y no sólo
los de eficacia y productividad, priorita-
rios en la empresa privada. En especial,
debe quedar asegurada la debida sepa-
ración entre política y administración,
como garantía última de la neutralidad

(1) No es ésta, sin embargo, la única
circunstancia que aproxima el régimen de
la función pública al de Derecho del traba-
jo. También en materia de incompatibilida-
des el régimen es básicamente el mismo
para todos los empleados públicos. Otro
tanto puede decirse de los derechos de sin-
dicación y huelga o del creciente número
de funcionarios que se integran en el régi-
men general de la Seguridad Social. Por
otro lado, los contratados laborales tam-
bién ha de superar un proceso selectivo
para acceder al empleo, y su derecho a la
negociación colectiva se encuentra igual-
mente sujeto a límites presupuestarios.
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política en el acceso y en el desempeño
de la función pública. Estas son, por
tanto, las razones que justifican las pe-
culiaridades del estatuto de los funcio-
narios públicos.

Sin embargo, el fundamento de la di-
versidad de los regímenes jurídicos pro-
pios de funcionarios y contratados labo-
rales no agota, ni mucho menos, la pro-
blemática que plantea la coexistencia de
estos dos tipos de personal en las Admi-
nistraciones Públicas. Junto a esto, una
de las cuestiones más polémicas ha sido
la relativa a la compatibilidad de la con-
tratación laboral —fenómeno harto fre-
cuente en la Administración, hasta el
punto de hablar de la «laboralización»
de la función pública— con la referencia
constitucional al estatuto de los funcio-
narios públicos (art. 103.3).

En este sentido, la jurisprudencia
constitucional se ha pronunciado varias
veces sobre la esencia estatutaria de re-
lación que une a los funcionarios con la
Administración (2). Siguiendo esta lí-
nea, algún sector de la doctrina ha en-
tendido que dicha relación es radical-
mente opuesta a la relación laboral re-
gulada por el Derecho del trabajo (art.
35.2 CE). Incluso, desde otras posicio-
nes más radicales (PARADA), la mención
que el artículo 103.3 hace del estatuto
supone la consagración de la relación
estatutaria en su acepción tradicional y,
por tanto, la contratación de personal
laboral sería incompatible con la Cons-
titución.

A diferencia de lo anterior, M. SÁN-
CHEZ MORÓN toma posición al respecto y
propone una lectura diferente del ar-
tículo 103.3 CE partiendo de un acerta-
do análisis de las referencias constitu-
cionales a la función pública, así como
de la interpretación que de éstas ha he-
cho el Tribunal Constitucional y de la
realidad misma de la presencia del per-
sonal laboral en las distintas Adminis-
traciones. Por lo que se refiere al primer
aspecto, ya hemos indicado el significa-
do que para el autor cobra la exigencia
constitucional del estatuto de los fun-
cionarios. En cuanto a la jurisprudencia

del Tribunal Constitucional, si bien es
cierto que ha señalado que la Constitu-
ción ha optado «por un régimen estatu-
tario, con carácter general, para los ser-
vidores públicos» (3), para el autor, «la
mencionada opción general o preferencia
constitucional en favor de un régimen es-
tatutario redunda en acusado relativis-
mo» (4). Basta señalar que, realizada la
afirmación que hemos transcrito, la STC
99/87 termina remitiéndose a la ley para
que determine «en qué casos y con qué
condiciones pueden reconocerse otras
posibles vías para el acceso al servicio
de la Administración Pública». En defi-
nitiva, no podía ser otra la conclusión
habida cuenta que la Constitución no ha
prohibido la contratación laboral en la
Administración ni, salvo excepciones,
ha fijado criterios que sirvan para deter-
minar qué puestos deben ser ocupados
por funcionarios y cuáles otros por per-
sonal laboral.

Por todo ello, concluye el autor que la
referencia constitucional al estatuto
debe ser entendida como una garantía
de la profesionalidad e imparcialidad de
los funcionarios, que en modo alguno
excluye la posibilidad de reclinar perso-
nal laboral. Dicho con otras palabras, la
Constitución no ha optado por un deter-
minado modelo de función pública, ni
mucho menos por el modelo de relación
estatutaria tradicional. Por lo demás, la
realidad pone de manifiesto el elevado
número de contratados que existen en
las distintas Administraciones. No obs-
tante, esta situación de hecho no debe
ser considerada un obstáculo para co-
rregir los abusos que se cometan tanto
en la forma de selección como en el nú-
mero de personal seleccionado.

Especialmente interesantes resultan
las amplias referencias que M. SÁNCHEZ
MORÓN realiza a la evolución del régi-
men jurídico de la función pública, tan-
to en nuestro país como en los ordena-
mientos vecinos. Dicha referencia per-
mite comprobar en qué medida las
normas referidas han contribuido a
erradicar o reducir algunos de los pro-
blemas o disfunciones del elemento per-

(2) SSTC 57/1982, de 27 de julio;
129/1987, de 16 de julio, y 293/1993, de 18
de octubre.

(3) STC 99/87, de 11 de junio.
(4) M. SÁNCHEZ MORÓX, Derecho..., op.

cit., pág. 57.
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sonal de nuestra Administración. Cen-
trándonos en los acontecimientos más
recientes, no se puede ignorar la trasce-
dencia de la promulgación de la Consti-
tución. En efecto, pese a su brevedad,
las previsiones de la Norma Suprema
relat ivas a la función públ ica (art .
103.3) son expresión de novedosos prin-
cipios básicos que han de estructurar su
ordenamiento jurídico, reclamando una
reforma normativa de carácter general
que, sin excesiva fortuna, fue acometida
por la Ley 30/84, de 2 de agosto, de Me-
didas para la Reforma de la Función Pú-
blica.

Y en esta línea de innovaciones nor-
mativas revisten especial importancia
las que desarrollan los derechos sindica-
les de los funcionarios: en primer lugar,
de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de ór-
ganos de representación, determinación
de las condiciones de trabajo y partici-
pación del personal al servicio de las
Administraciones Públicas, v, en segun-
do lugar, de la Ley 7/1990, de 19 de ju-
lio, que modificó la anterior consolidan-
do la negociación colectiva en la fun-
ción pública. Por otro lado, los objetivos
de convergencia económica han impues-
to la necesidad de aportar mayor flexibi-
lidad a la gestión de los recursos huma-
nos en las Administraciones Públicas, a
cuyo efecto la Ley 22/1993, de 29 de di-
ciembre, ha introducido una serie de fi-
guras y situaciones administrativas des-
conocidas hasta entonces en el régimen
de la función pública y que están llama-
das a incidir de forma decisiva en la tra-
dicional falta de movilidad (sobre todo
funcional) y en el significado de la ina-
movilidad de los funcionarios (5).

Pues bien, sin olvidar tampoco algu-
nos proyectos de reforma que no llega-
ron a hacerse realidad (6), lo cierto es

(5) Sobre el particular, 1. MARTÍNEZ DE
PISÓN APARICIO, Él ocaso de la función pú-
blica española: la reforma del régimen jurídi-
co funcionaría! de la Ley 22/1993, de 29 de
diciembre.

(6) Uno de ellos es el relativo a la estra-
tegia de modernización impulsada por el
Ministerio para las Administraciones Pú-
blicas en la época en que fue presidido por
el señor J. Almunia Amann, que se plasmó
en un documento titulado Reflexiones para

que, como señala el autor, la reforma del
régimen jurídico de la función pública
«sigue sin abordarse con el rigor y la in-
tensidad que los tiempos requieren» (7).
En este sentido, la reforma exigida
constituiría un eslabón fundamental de
la más amplia y también necesaria re-
forma de la estructura y de los valores
de la Administración, que permitir/a a
ésta sintonizar en mayor medida con la
sociedad en que está llamada a cumplir
sus fines. En definitiva, la moderniza-
ción de la Administración no es posible
sin una adecuada estructuración del ré-
gimen jurídico de su elemento personal.
Por ello, M. SÁNCHEZ MORÓN concluye
sobre la necesidad de que el régimen de
la función pública asegure la profesio-
nalidad y la neutralidad de sus miem-
bros como garantía de la eficacia y cali-
dad del servicio.

Mientras que no se lleven a cabo los
cambios precisos, subsistirán los pro-
blemas y disfunciones que afectan a
nuestra función pública. Sólo si resulta
garantizada la profesionalidad y la neu-
tralidad en el acceso y desempeño de la
función pública será posible erradicar
de este ámbito el clientelismo (ya res-
ponda a criterios políticos, de amistad,
etcétera). Del mismo modo, sólo en la
medida en que los valores aludidos sean
determinantes para el ascenso en la ca-
rrera administrativa, se eliminen las di-
ferencias injustificadas entre el régimen
jurídico de los funcionarios y el del per-
sonal laboral y el reforzamiento de la
negociación colectiva contribuya a me-
jorar las condiciones de trabajo en la
Administración, se logrará motivar a los
funcionarios a mejorar su capacidad y
aptitudes profesionales, lo que en últi-
ma instancia redundará en la mejora del
servicio prestado. Por último, para ga-
rantizar el éxito del sistema indicado, la
gestión de los recursos humanos deberá
estar en manos de verdaderos profesio-
nales que, además, dispongan de la au-
tonomía necesaria para el ejercicio de
sus funciones directivas.

la modernización de la Administración del
Estado, dedicando su última parte a los re-
cursos humanos.

(7) M. SANCHEZ MORÓN, Derecho..., op.
cit., pág. 51.
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En los capítulos restantes, el autor lle-
va a cabo una exposición exhaustiva de
todos y cada uno de los aspectos que in-
tegran el contenido necesario del estatu-
to de los funcionarios públicos, según
establece el artículo 103.3 de la Consti-
tución (8).

Ante todo, el estatuto debe regular el
acceso al empleo público en condiciones
de igualdad y conforme a criterios de
mérito y capacidad. Estos requisitos
han de observarse también en el ascenso
a otros puestos y en la pérdida de la
condición de funcionario. Igualmente,
el estatuto de la función pública debe
regular las peculiaridades del ejercicio
de los derechos sindicales de los funcio-
narios, tal y como se indica en los artí-
culos 28.1 y 103.3 CE. Debe establecer
también el sistema de incompatibilida-
des propio de la función pública.

Exige, además, el artículo 103.3 CE
que se incluya en el estatuto la regula-
ción de las garantías para la imparciali-
dad del ejercicio de la función pública.
A pesar de la dificultad que supone de-
terminar de forma completa los aspectos
que integran este bloque de garantías, a
juicio de M. SÁNCHEZ MORÓN, el régimen
disciplinario y de responsabilidad y las
garantías de inamovilidad se encuentran
directamente relacionados con tales ga-
rantías, por lo que sin duda deben for-
mar parte del estatuto.

Del mismo modo, y aunque el artícu-
lo 103.3 CE no lo menciona, según lo se-
ñalado en la STC 99/87, el estatuto debe
contemplar las peculiaridades que el
servicio público introduce en los dere-
chos y deberes de los funcionarios y sus
situaciones administrativas.

Si bien resulta ahora imposible abor-
dar detalladamente cada uno de los as-
pectos referidos, no podemos dejar de
hacer hincapié en alguno de ellos como
es el relativo al acceso a la función pú-
blica, que debe basarse en criterios ob-
jetivos de mérito y capacidad. La obser-
vancia de estos criterios es consustan-
cial al Estado de Derecho, pues en la
medida en que sean respetados se elimi-
na la arbitrariedad en la selección del

personal y se garantiza el servicio eficaz
a los intereses generales.

A tal efecto, el artículo 23.2 de la
Constitución consagra un derecho fun-
damental de estructura peculiar. Como
entiende el autor, se trata de un derecho
per relalionem (9), pues en tanto que
concreción del derecho a la igualdad
(art. 14 CE) (10), por un lado, prohibe
que los ciudadanos puedan ser exclui-
dos de los procesos selectivos en base a
criterios subjetivos, irrazonables o des-
proporcionados y, por otro lado, se tra-
duce en la necesidad de que resulten
elegidos quienes reúnan mayores capa-
cidades y méritos. La trascendencia de
este último requisito hace aconsejable,
como advierte el autor, la modificación
de los procesos de selección de forma
que permitan la idónea comprobación
de la capacidad necesaria para el de-
sempeño de una determinada función.

Por lo demás, en consonancia con el
artículo 23.2 CE, la observancia de los
principios de igualdad, mérito y capaci-
dad no debe limitarse a los procesos se-
lectivos de los funcionarios de carrera,
sino que ha de mantenerse igualmente
en la selección de los funcionarios inte-
rinos y del personal laboral fijo y even-
tual. Afortunadamente, el Reglamento
General de Ingreso (RD 364/95) se ha
pronunciado sobre las mencionadas exi-
gencias.

Obviamente, la exigencia del mérito y
la capacidad no queda reducida al acce-
so a la función pública, sino que debe
determinar también el ascenso en la ca-
rrera administrativa. Por esta razón, y a
diferencia de la concepción tradicional
en la que la carrera suponía una com-
pensación para el funcionario por su en-
trega al servicio del Estado, en la actua-
lidad esta figura ha de configurarse de
forma que permita lograr un adecuado
equilibrio entre las aspiraciones de los
funcionarios y los intereses de la Admi-
nistración, puesto que, en esa medida,
beneficiará a ambas partes. Sin embar-

(8) Como es sabido, el contenido de
este precepto fue interpretado por la STC
99/87.

(9) M. SÁNCHEZ MORÓN, Derecho..., op.
cit., pág. 115.

(10) Así lo ha entendido la jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional: SSTC
75/1983, 50/1986, 148/1986, 8471987,
27/1991 v 293/1993.
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go, para que el sistema de carrera admi-
nistrativa pueda apoyarse efectivamente
en criterios de mérito y capacidad es
preciso, por un lado, consolidar un sis-
tema de formación continua del perso-
nal, en consonancia con los incesantes
cambios tecnológicos y sociales y, por
otro lado, es de capital importancia que
el recurso al sistema de libre designa-
ción se mantenga en los términos excep-
cionales que deben caracterizarlo.

Otra de las parcelas del estatuto de la
función pública es la relativa a los dere-
chos y deberes de sus miembros, tanto
en lo que respecta a su condición profe-
sional como personal, en la medida en
que esta última pueda resultar afectada
por las exigencias del servicio a la Admi-
nistración.

Dentro de estos derechos, interesa es-
pecialmente la referencia a los de carác-
ter sindical, pues su reconocimiento ha
supuesto una transformación esencial en
el régimen jurídico de la función públi-
ca. Tomando como punto de partida una
situación de negación absoluta de estos
derechos por considerarlos incompati-
bles con la esencia misma de la relación
estatutaria clásica en la que, lejos de
existir conflicto entre los intereses de las
partes, se entendía que el funcionario se
identifica con el Estado, el proceso de
reconocimiento legal es lento y proble-
mático —tanto en nuestro ordenamiento
como en el Derecho comparado—. Final-
mente, dicho proceso termina con el re-
conocimiento constitucional del derecho
a la sindicación de los funcionarios, si
bien no exento de «peculiaridades».

Sin embargo, con la consagración
constitucional del derecho a sindicación
de los funcionarios no queda resuelto el
problema de la efectividad y contenido
del resto de derechos sindicales (activi-
dad sindical, participación en la deter-
minación de las condiciones de trabajo,
huelga y negociación colectiva) de este
colectivo. Quedan planteados, de este
modo, una serie de interrogantes que las
normas reguladoras de la materia no
siempre han abordado con la claridad
necesaria. Por ello, han sido de impor-
tancia decisiva las aportaciones juris-
prudenciales y la labor constructiva que
algunos autores, como .M. SÁNCHEZ
MORÓN, han llevado a cabo.

Los funcionarios, como el resto de los
trabajadores, tienen derecho a fundar
sindicatos, a afiliarse al de su elección,
así como estos sindicatos tienen dere-
cho a confederarse y a crear y a afiliarse
a organizaciones sindicales internacio-
nales, tal y como lo ha señalado la
LOLS.

Por otro lado, la LORDP ha consagra-
do el derecho de actividad sindical en el
ámbito de la función pública, que, si
bien presenta una serie de especialida-
des, sobre todo por lo que se refiere al
derecho de reunión, en última instancia,
supone reconocer a los funcionarios una
primera forma de participación en la
determinación de las condiciones de su
trabajo.

Más problemático resultó ser, en un
principio, el derecho a la huelga de los
funcionarios, pues si la Constitución se
limitaba a reconocer este derecho a los
trabajadores, el Real Decreto 17/77 con-
sideraba reos de sedición a los funcio-
narios que se declarasen en huelga. La
situación comenzó a aclararse con la
STC 11/81, de 8 de abril, pues señalando
que la falta de regulación de este dere-
cho no suponía su prohibición, dio paso
a una práctica judicial (STS de 22 de
mayo de 1982) y administrativa de ad-
misión del derecho a la huelga. Esta lí-
nea de reconocimiento fue consolidada
por la Disposición Adicional Duodécima
de la LMRFP (que regula la reducción
de haberes —sin carácter sancionador—
para los funcionarios que ejerciten la
huelga) y las SSTC 99/1987 y 126/1992.
Subsistía, sin embargo, el problema de
la falta de regulación del ejercicio de
este derecho. A falta de regulación ex-
presa, la doctrina y la jurisprudencia
sostienen que resultan aplicables, con
los matices necesarios, las disposiciones
del Real Decreto 17/77. No obstante, el
ejercicio del derecho de huelga por los
funcionarios ha de respetar las garan-
tías necesarias para el mantenimiento
de los servicio esenciales.

Otro de los derechos sindicales de los
funcionarios es el relativo a la participa-
ción en la determinación de las condi-
ciones de trabajo. Por extraña que haya
podido ser considerada esta figura a la
teoría estatutaria clásica, como señala el
autor, es un hecho que ha estado siem-
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pre presente —aun de forma soterra-
da— en la función pública. Por lo de-
más, la participación de los funciona-
rios en la determinación de sus condi-
ciones de trabajo es un hecho necesario,
ya que de otro modo resultaría harto di-
fícil acometer su regulación y, en última
instancia, no es incompatible con la re-
lación estatutaria puesto que la decisión
final compete a la Administración. Por
ello, el reconocimiento expreso de este
derecho a los funcionarios (LORDP)
vino a eliminar las desigualdades y dis-
funciones que generaba la práctica se-
creta e informal de la participación.

También la nota de unilateralidad que
caracteriza a la relación estatutaria su-
puso un obstáculo a la admisión del de-
recho a la negociación colectiva de los
funcionarios. Pero, a pesar de ello, la
realidad imperante terminó imponién-
dose. En efecto, la numerosa presencia
de personal laboral en las Administra-
ciones Públicas, el aumento de las figu-
ras de consenso en la actividad adminis-
trativa y la necesidad de realizar una in-
terpretación de la Constitución acorde
con la actualidad llevan, como entiende
el autor, al reconocimiento de este dere-
cho. En este sentido, si bien la STC
57/82, de 17 de julio, sostuvo que el de-
recho de negociación colectiva de los
funcionarios no derivaba sin más de su
derecho a la sindicación, como ha seña-
lado la STS de 1 de febrero de 1995, ello
no significa que la negociación colectiva
no pueda existir en el ámbito de la fun-
ción pública. En definitiva, esta figura
no es, de entrada, incompatible con los
principios que informan la actividad ad-
ministrativa y el régimen jurídico de la
función pública. Claro está que la nego-
ciación colectiva no tiene por qué resul-
tar contraria al principio de legalidad,
ni al de jerarquía ni, mucho menos, al
de eficacia, para el que puede ser más
que positivo.

Nada hay que objetar, por tanto, a
que la LORDP (modificada por la Ley
7/1990, de 19 de julio) haya reconocido
y regulado el derecho a la negociación
colectiva de los funcionarios. Por lo de-
más, la negociación colectiva no ha de
presentar más límites en las Administra-
ciones Públicas que los que vengan im-
puestos por los fines y características de

éstas. Obviamente, la negociación colec-
tiva en la Administración presentará di-
ferencias notables con la que se sigue en
la empresa privada. Claro está que la
autonomía de la voluntad de los funcio-
narios se encuentra mucho más limita-
da que la de los trabajadores, por razo-
nes, ya apuntadas, relativas a los fines y
características de la Administración. En
este sentido, sólo podrá ser objeto de
negociación la regulación de los elemen-
tos integrantes de la relación de servi-
cio, quedando excluidas, como es obvio,
las decisiones de la Administración rela-
tivas a sus potestades de organización,
al ejercicio de los derechos de los ciuda-
danos ante los funcionarios y al proce-
dimiento de formación de actos y dispo-
siciones (art. 34 LORDP). Todo ello, sin
olvidar el límite impuesto por la cober-
tura presupuestaria.

Para concluir, simplemente recalcar
una vez más la calidad de esta obra, en
la que el autor realiza un considerable
esfuerzo en la sistematización del régi-
men jurídico vigente de la función pú-
blica y para convencernos de la impor-
tancia de su adecuada regulación, «pues
ningún país puede realmente progresar
si carece de una función pública a la al-
tura de los tiempos» (11).

Belén MARINA JALVO
Universidad de Alcalá

TOLIVAR ALAS, L.: Derecho administrativo
y Poder Judicial, Ed. Tecnos, Madrid,
1996, 242 págs.

Ocurre a veces que ciertos temas jurí-
dicos importantes quedan en una tierra
de nadie, esperando a que alguien abor-
de su estudio científico. Esto venía pa-
sando en el Derecho español en relación
con la actuación administrativa del Po-
der Judicial, de sus órganos centrales de
gobierno, de sus juzgados y tribunales.
Si bien no puede obviarse que el objeto
de estudio principal, en relación con la

(11) M. SÁNCHEZ MORÓN, Derecho..., op.
cit., pág. 53.
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actividad judicial, han de ocuparlo las
cuestiones de tipo procesal referentes a
la estricta función de administración de
justicia, no por ello pueden quedar al
margen los temas puramente adminis-
trativos. Con estas palabras no se hace
aquí sino insistir en los propios térmi-
nos de la introducción del libro Dereclio
administrativo v Poder Judicial (págs. 14
y 18).

La obra tiene una clara orientación
práctica, hecho que le otorga un interés
especial para jueces, secretarios de juz-
gado, fiscales y, en general, para todos
aquellos relacionados con el mundo de
la justicia. Se ha evitado, en efecto, el
exceso de teorización; en este sentido,
en torno al tema de este libro se plan-
tean tradicionalmcnte difíciles cuestio-
nes; así, por ejemplo, el problema del
carácter administrativo o no de los ór-
ganos de gobierno del Poder Judicial.
El libro no se olvida de analizar esta
vertiente, y lo hace además ejemplar-
mente —en su capítulo primero— a la
luz de ciertas teorías consolidadas del
Derecho administrativo; pero su mérito
está en haber ido más allá, queriendo
ante todo tratar y analizar los distintos
temas jurídico-administrativos que se
plantean en torno a las actuaciones ju-
diciales, así al respecto de su organiza-
ción, o del régimen jurídico de sus bie-
nes, del personal, de los contratos, de
los procedimientos a seguir para la
toma de decisiones y otros tantos que
de forma completa y proporcionada se
estudian en el libro. En este sentido, no
sólo aporta aquél el conocimiento de
estos temas jurídicos, que no se habían
tratado en Derecho anteriormente, sino
que además presenta la solución a nu-
merosos problemas, como por ejemplo
en relación con los recursos adminis-
trativos contra los actos de las Salas de
Gobierno de los Tribunales y las pecu-
liaridades en materia disciplinaria
(págs. 57 y 64), el régimen de ejecución
forzosa de los actos del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial (pág. 86), el pe-
culiar «problema lingüístico» que se
plantea concretamente en España
(págs. 125 y 142), el alcance de los pri-
vilegios de que puede gozar la propia
Administración Pública en los procesos
judiciales (pág. 30), etc.

Con todo ello (mediante dicho trata-
miento jurídico) se logra, además, un
resultado importante que no puede pa-
sar desapercibido, que es el de evitar
lagunas en el Estado de Derecho que
pudieran acarrearse de no conseguirse
un régimen jurídico adecuado respecto
de los actos, personal, bienes, etc., del
Poder Judicial (cuestiones cuyo estudio
se aborda en los capítulos sexto a nove-
no). Esto es principalmente lo que ha-
cía falta, dar un tratamiento jurídico-
administralivo a estos extremos, asegu-
rándose de este modo una actuación
conforme a Derecho en el mismo sen-
tido que ocurre en el ámbito de las
demás esferas de actuación administra-
tiva. Con este fin, destacaría el intere-
sante estudio del régimen de contrata-
ción de los órganos de gobierno del Po-
der Judicial (pág. 186), donde se
expone la aplicación de la legislación
de contratos administrativos, así como
el estudio del régimen de responsabili-
dad administrativa (capítulo séptimo) o
el apartado dedicado a los derechos de
los ciudadanos (dentro del capítulo
sexto).

La obra alcanza el carácter de un ma-
nual, respecto al tema que aborda, al co-
mentar todos y cada uno de los aspectos
administrativos del Poder Judicial. En
este sentido, trata aquélla, más concre-
tamente, las «fuentes reguladoras del
Poder Judicial» (capítulo tercero), y es-
tudia extensa y sistemáticamente «sus
órganos de gobierno» (siendo destacable
en este contexto el análisis del Consejo
General del Poder Judicial, dentro del
capítulo cuarto) y las Administraciones
de Justicia del Estado y de las Comuni-
dades Autónomas (en el siguiente capí-
tulo).

Todos estos méritos aparecen un tan-
to ocultos bajo la sencillez de tratamien-
to dado por el autor, pese a la compleji-
dad que en realidad encierra el objeto
de este libro. Leopoldo TOLIVAR, Cate-
drático de la Universidad de Oviedo, ha
logrado en este sentido un equilibrio en-
tre el tratamiento práctico (de especial
utilidad para todos aquellos relaciona-
dos con la Administración de Justicia) y
el rigor científico.

Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ
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